
1 
 

APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN EL DISTRITO 

JUDICIAL DE SAN JOSÉ DE CÚCUTA 

 

 

 

 

 

KARLA MARCELA MEZA BLANCO 

DANIEL ALFREDO SANTOS ALVIAREZ 

SERGIO ANDRES LEAL GONZÁLEZ 

 

 

 

 

 

UNIVERSIDAD SIMÓN BOLÍVAR SEDE CÚCUTA 

PROGRAMA ACADÉMICO DE DERECHO 

SAN JOSE DE CUCUTA 

2017 



2 
 

APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN EL DISTRITO 

JUDICIAL DE SAN JOSÉ DE CÚCUTA 

 

 

 

 

 

 

Autores: 

KARLA MARCELA MEZA BLANCO 

DANIEL ALFREDO SANTOS ALVIAREZ 

SERGIO ANDRÉS LEAL GONZÁLEZ 

 

 

Trabajo de Grado presentado como prerrequisito para optar título de Abogado 

 

 

 

Tutor: 

ANDREA AGUILAR BARRETO 

Doctora 

 

 

 

 

 

 

UNIVERSIDAD SIMÓN BOLÍVAR SEDE CÚCUTA 

PROGRAMA ACADÉMICO DE DERECHO 

 SAN JOSE DE CUCUTA  

2017 



3 
 

CONTENIDO 

 

pág. 

 

INTRODUCCIÓN 9 

TÍTULO 11 

1. PROBLEMA 12 

   1.1 Planteamiento del problema 12 

   1.2 Formulación del problema 13 

   1.3 Objetivos 13 

1.3.1 Objetivo general 13 

1.3.2 Objetivos específicos 14 

   1.4 Justificación 14 

2. MARCO REFERENCIAL 16 

   2.1 Antecedentes 16 

   2.2 Marco teórico 19 

   2.3 Marco contextual 26 

   2.4 Marco jurídico 27 

3. MARCO METODOLÓGICO 41 

   3.1 Paradigma 41 

   3.2 Enfoque 41 

   3.3 Diseño 42 

   3.4 Fuentes de la investigación 43 



4 
 

   3.5 Población y Muestra 44 

   3.6 Técnica e instrumentos de recolección de datos 45 

4. RESULTADOS 47 

   4.1 La aplicación del principio de oportunidad de acuerdo con la causal 5 del artículo 324 de la 

ley 906 47 

   4.2 Los procesos en los que se ha desarrollado el principio de oportunidad en el marco del 

sistema penal acusatorio a través de la jurisprudencia 53 

   4.3 Definir la trascendencia que ha tenido el principio de oportunidad en el Sistema Penal 

Acusatorio en la ciudad de Cúcuta 59 

5. DISCUSIÓN 68 

6. CONCLUSIONES 72 

7. RECOMENDACIONES 75 

REFERENCIAS BIBLIOGRAFICAS 76 

ANEXOS 79 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



5 
 

Lista de anexos 

 

pág. 

 

Anexo 1. Categorización 80 

Anexo 2. Modelo de entrevista 83 

Anexo 3. Acta de validación 85 

Anexo 4. Matriz de análisis documental 86 

Anexo 5. Matriz de análisis jurisprudencial 92 

Anexo 6. Evidencia de trabajo 104 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



6 
 

DEDICATORIAS 

 

A Dios por permitirme llegar hasta este punto y haberme dado salud y sabiduría para 

lograr mis objetivos, además de su infinita bendición, bondad y amor. 

A mis padres Juan Carlos Meza y Lorena Blanco, porque me dieron la vida, por sus 

esfuerzos para sacarme adelante y por estar presentes desde que inicié este proceso de 

formación, sin dejar a un lado sus palabras de apoyo, motivación y su amor 

incondicional. A mi abuelo Antonio Meza, me quedaría corta en palabras para 

expresar mi gratitud hacia él, desde que inicié mis estudios ha sido un pilar 

fundamental, aportándome siempre sus sabios conocimientos, sus palabras de aliento y 

su inconmensurable amor. Sus trasnochos a mi lado cuando tenía que presentar 

trabajos valieron la pena porque de ello aprendí que para lograr nuestros objetivos 

siempre es necesario el sacrificio. “Nonito lo logramos” 

A mi abuela Carmen Osorio, que sé que desde el cielo me cuida y me protege, mi 

segunda madre, el mejor ejemplo de mujer para mí por su constancia, tenacidad, y 

respeto, esa mujer que estuvo al pie en mis momentos de debilidad alimentándome el 

alma con sus palabras tan reconfortantes.  

A mi novio Pedro Puentes, mi amigo, mi compañero, mi confidente, y mi futuro 

colega. Ese ángel que Dios puso en mi camino culminando este proceso de formación, 

regalándome todos los días su valioso amor, su tiempo, sus palabras de positivismo, su 

apoyo absoluto, su comprensión, sus conocimientos, y su tolerancia en los días más 

difíciles. “Amor, gracias por ser ese hombre que me motiva todos los días a ser mejor 

en todo”.  A nuestra tutora Andrea Aguilar, por su valiosa guía y asesoramiento en la 

elaboración de este proyecto. A mis hermanos, amigos, conocidos y demás familiares 

por ayudarme directa o indirectamente en este proceso académico. 

KARLA MARCELA MEZA BLANCO 

 

Doy gracias a Dios  por haberme colmado de constancia y perseverancia, lo que me 

permitió no a ver desfallecido ante las adversidades  presentadas en el proceso y le 

agradezco también por darme la sabiduría necesaria para volver en conocimiento cada 

una de las enseñadas dadas. 

Sin dejar de lado a mi familia a quienes agradezco en su acompañamiento en este 

proceso, el cual realice de la mano con mi padre Fredy Alonso leal Picón quien ha 

estado en todo momento brindándome su apoyo incondicional, también agradezco a 

mi madre Nelly Yolanda González Julio Q.E.P.D, a pesar que no hoy no está, fue la 

persona que inculco en mí el deseo de superación convirtiéndose en un motor de mi 

vida para alcanzar cada una de las metas que me he trazado otra persona importante en 



7 
 

este proceso ha sido mi hermano Freddy Alejandro Leal González a quien le 

agradezco su apoyo y buenos consejos en todo momento.  

Fueron muchas las personas que me han acompañado en estos años, por eso  les doy la 

gracias a cada uno de mis amigos y demás allegados, los cuales de alguna manera me 

brindaron su apoyo, por esto a todos les agradezco inmensamente 

SERGIO ANDRÉS LEAL GONZÁLEZ 

 

Primero que todo debo iniciar dando gracias a mi Dios todo poderoso, a la virgencita 

santa, a mi arcángel Miguel porque sin ellos iluminando mi sendero no sé qué habría 

sucedido, confió en el plan de vida que tienen preparado para mí. Pero lo más 

importante, agradezco el haberme dados esas personas tan maravillosas que puedo 

llamar padres, es a ellos a quien dedico este logro, gracias a su apoyo incondicional, su 

confianza, sus consejos, es que he podido llegar a este punto, en el que doy por 

terminada una etapa, para solo comenzar una más grande que comprende el ejercicio 

de la profesión, es a ellos a quien debo mi vida y no bastara esta vida para 

demostrarles cuan agradecido estoy por todo lo que hacen y siguen haciendo. También 

doy gracias a Dios por haber colocado en mi camino grandes personas, con gran 

calidad humana y más aun con vastos conocimientos, los cuales me permitieron 

aprender y así poder llegar a este punto. 

DANIEL ALFREDO SANTOS ALVIAREZ 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



8 
 

AGRADECIMIENTOS 

           

Agradecemos a Dios y a nuestros padres por darnos la oportunidad de cursar una carrera 

profesional en tan prestigiosa universidad, por apoyarnos y aportar cada uno un granito de arena 

en el desarrollo de nuestro trabajo de grado ya que sin su ayuda no será posible. Por la confianza 

depositada en nosotros y por su cariño incondicional. 

El presente trabajo fue realizado con la supervisión de la Dra. Andrea Aguilar Barreto asesora 

metodológica, a quien le expresamos nuestra más profunda gratitud por brindarnos la 

oportunidad de trabajar bajo su supervisión y ayuda en el proyecto de investigación. Gracias 

a su apoyo, sugerencias y dedicación se hizo posible la pronta terminación de este proyecto, sin 

duda alguna, además de ser nuestros docentes y asesores de proyecto son unos seres humanos 

maravillosos quienes merecen todo nuestro respeto, cariño y sinceridad en todo momento. 

 

Los autores, 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



9 
 

INTRODUCCIÓN 

 

Esta investigación nace de las falencias latentes que existen en el estado Colombiano en su 

aparato judicial más exactamente en el sistema penal acusatorio en el  cual se reflejan un 

apelotonamiento en referencia a la cantidad de procesos que se manejan día a día en nuestro 

sistema. Se evidencia la existencia de un principio denominado el principio de oportunidad, al 

cual no se le ha dado la aplicación correcta ,este es  considerado  como  política criminal del 

estado colombiano,  este se encuentra legalmente estipulado en la constitución política de 

Colombia en su artículo 250 este fue reformado por el acto legislativo 03 del 2002 en su artículo 

2 , por medio de este se incluye la figura anteriormente nombrada el principio de oportunidad , 

esta será desarrollada en la presente  investigación y el cual es planteado directamente por la 

norma. 

Acto legislativo 03 del 2002 en su artículo 2, articulo 250 de la constitución política el cual 

será: La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal y 

realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a 

su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando 

medien suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del 

mismo. No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, 

salvo en los casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado 

dentro del marco de la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de 

legalidad por parte del juez que ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los 

delitos cometidos por Miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el 

mismo servicio.  
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Ley 906 del 2004 en su artículo 323 aplicación del principio de oportunidad, modificado por 

el artículo 1, ley 1312 de 2009 la fiscalía general de la nación podrá suspender, interrumpir o 

renunciar a la persecución penal, en los casos que establece este código para la aplicación del 

principio de oportunidad.  

El principio de oportunidad es la facultad constitucional que le permite a la Fiscalía General 

de la Nación  adelantar la persecución penal, suspenderla, interrumpirla o renunciar a ella, por 

razones de política criminal, según las causales taxativamente definidas en la ley, con sujeción a 

la reglamentación expedida por el Fiscal General de la Nación y sometido a control de legalidad 

ante el Juez de Garantías (Aplicación Principio de Oportunidad, Ley 906, 2004).  

Entonces luego de esto es así como estudiare cual ha sido el desarrollo de la política criminal 

del estado Colombiano en la ciudad de Cúcuta norte de Santander, este consta de 18 causales 

pero nos enfocaremos solo en el numeral  5 del artículo 324 del código de procedimiento penal el 

cual plantea lo siguiente: cuando el imputado colabore eficazmente para evitar que continúe el 

delito o se realicen otros, o aporte información esencial para la desarticulación de bandas de 

delincuencia organizada.  

Ahora bien para concluir, esta investigación se  verificara si la causal 5 en la ciudad de Cúcuta 

ha cumplido a cabalidad el objetivo por el que fue planteado en un principio, este  era que 

dependiendo de la colaboración del imputado se busca evitar que continúe el delito o se ejecuten 

otros o aporte información esencial para la desarticulación de bandas de delincuencia organizada 
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TÍTULO 

 

Aplicación del principio de oportunidad en el distrito judicial de san José de Cúcuta. 
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1. PROBLEMA 

 

1.1 Planteamiento del problema 

 

En teoría el acto legislativo 003 de 2002 produjo la modificación de la mayoría de las 

competencias  de la fiscalía general de la nación generando este la creación del  sistema penal 

acusatorio, luego de esto se produjo la ley 906 de 2004  conocido como el código de 

procedimiento penal, en el cual se nombró e introdujo el principio de oportunidad y se procedió a 

estipular los requisitos y causales que generaban este, sujetado a la política criminal del estado en 

el que el desarrollo de tan ardua labor fue encargado a la fiscalía general de la nación.   

No es un secreto que la delincuencia ha traído consigo las bandas y organizaciones criminales 

en Cúcuta norte de Santander, el más afectado por todo esto es el aparato jurisdiccional el cual 

mantiene un constante “embotellamiento” de noticias criminales, debido a que están dando inicio 

a denuncias e investigaciones penales en el que el fiscal tiene acceso a una herramienta 

estipulada en el código penal, llamado el principio de oportunidad, con este se  puede terminar la 

persecución penal, esto depende de la ejecución del principio de oportunidad en su causal 5 del 

artículo 324 del código de procedimiento penal en el cual se lee lo siguiente: 

 Si se aplica la causal  5  del artículo 324 de la ley 906 de 2004 que plantea lo siguiente: 

Artículo 324: el principio de oportunidad se aplicara en los siguientes casos: (en esta 

investigación desarrollaremos la causal 5). 

5. cuando el imputado colabore eficazmente para evitar que continúe el delito o se realicen 

otros, o aporte información esencial para la desarticulación de bandas de delincuencia 

organizada. (Ley 906 de 2004, Código de procedimiento penal).  
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Se crearon varias leyes las cuales pretendían incitar la aplicación y desarrollo de este principio 

en el que se tocan temas como por ejemplo su manejo y ejecución  en conjunto claro está con los 

estatutos internos de la fiscalía general de la nación. Se está hablando de la ley 1312 de 2009. 

Esta ley reglamenta el concepto de dicho principio y las diferentes maneras de aplicarlo ¿cuál es 

la correcta aplicación en el proceso penal? Entonces esto es así, el fiscal delegado ante el caso 

manejado en el  momento debe solicitar ante el juez de control de garantías si es pertinente la 

aplicación del principio de oportunidad al procesado, claro está, solo si el delito lo merece, y por 

su puesto si aplica a alguna de las causales estipuladas en la ley, esto solo será desarrollado antes 

de la audiencia del juicio oral ya que esta es la última etapa del proceso. Luego de lo 

anteriormente dicho se realiza la pertinente definición, por el cual esta investigación será 

orientada al estudio de la efectividad del  principio de oportunidad, en su causal 5 del artículo 

324 del código de procedimiento penal y acerca de la ejecución de su finalidad todo esto 

enfocado en la ciudad de Cúcuta norte de Santander.  

 

1.2 Formulación del problema 

 

¿Cuál es la aplicación del principio de oportunidad en el Distrito Judicial de San José de 

Cúcuta? 

 

1.3 Objetivos 

 

1.3.1 Objetivo general 

Caracterizar la aplicación que tiene el principio de oportunidad según el artículo 324 causal 5 

del Código de Procedimiento Penal en el Sistema Penal Acusatorio en la ciudad de Cúcuta. 
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1.3.2 Objetivos específicos 

Examinar los procesos en los que se ha desarrollado el principio de oportunidad en el marco 

del Sistema Penal Acusatorio en la ciudad de Cúcuta 

Establecer la aplicación del principio de oportunidad de acuerdo con la causal 5 del artículo 

324 de la Ley 906 en los procesos manejados por la Fiscalía General de la Nación Especializada 

en la ciudad de Cúcuta.  

Definir la trascendencia que ha tenido el principio de oportunidad en el Sistema Penal 

Acusatorio en la ciudad de Cúcuta. 

 

1.4 Justificación 

 

Este proyecto de investigación estará orientado al estudio que se realizó al principio de 

oportunidad más exactamente en la ejecución de la causal 5 del artículo 324 del código de 

procedimiento penal,  viéndolo desde el punto de vista analítico e interpretativo y es utilizado por 

el fiscal encargado  como instrumento cumplidor de  las garantías al imputado para extinguir la 

acción penal.  

En Norte de Santander más exactamente en Cúcuta desde el juzgado 2 penal municipal con 

función de control de garantías ambulante y la fiscalía general de la nación seccional Cúcuta 

especializada   los cuales han sido punto de investigación constante ya que han manejado las 

investigaciones judiciales y el principio de oportunidad como instrumento de política criminal 

del estado concretamente ejecutando la causal 5 del artículo 324 de la ley 906 del 2004 buscando 

con esto aliviar la carga procesal de los despachos judiciales, pretendiendo evitar el deterioro 

monetario, colapso laboral  entro otros del aparato judicial.  
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Entonces el estudio que se aplica a esta figura garantista, el principio de oportunidad en su 

numeral 5 del artículo 324 del código de procedimiento penal, el fundamento de investigación 

que se pretende desarrollar serán las entrevistas a los funcionarios judiciales (juez y fiscales)  del 

juzgado 2 penal municipal de control de garantías y fiscalía general de la nación especializada 

seccional Cúcuta.   

En conclusión se debe saber que el estudio a dicho principio de oportunidad planteado 

directamente en la causal 5 del artículo 324 de la ley 906 de 2004(código de procedimiento 

penal)  no asegura una satisfacción acerca del motivo de la creación de dicho principio pero si 

genera un estudio muy completo desde que surgió la idea y como se ha implementado con el 

paso del tiempo en el sistema penal acusatorio colombiano, factible y concreta al aparato 

judicial. 
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2. MARCO REFERENCIAL 

 

2.1 Antecedentes 

 

El objetivo de esta investigación es la base referencial necesaria para el principio de 

oportunidad el cual pretende cooperar para que este  no sea una lucha desequilibrada , buscando 

que no se nieguen lo cometido , no  disminuya la impunidad , los derechos de la víctima y del 

imputado ya que si no existe claridad en los hechos sucedidos con los elementos probatorios 

contundentes de los partícipes o autores no se puede llevar a cabo el principio de oportunidad 

porque este se creó no precisamente para continuar alimentando el archivo de dichas 

investigaciones. Este  pretende todo lo contrario agilizar y dar la correcta aplicación de una 

verdadera política criminal del estado colombiano. 

Sistematizando, la aplicación del principio de oportunidad en Colombia es reglado y se aplica 

teniendo como fundamente los siguientes presupuestos sustanciales: cooperación con la justicia, 

por interés público, pena natural, mínima participación o juicio de reproche y de responsabilidad 

atenuado. (Duarte Bohórquez, 2009) 

Es evidente que siempre  prevalecerá el bienestar general sobre el particular generando esto 

que a ninguno de los afectados o implicados se les desconozca lo que les corresponde ya que la 

fiscalía general de la nación aplicara dicha garantía a quien este “encasillado” en  las causales 

estipuladas en la ley. Siempre demostrando con esta investigación que lo que se pretende es darle 

más peso a la teoría que lo que busca el principio de oportunidad es el apoyo al sistema penal 

acusatorio en la descongestión y agilidad en los procesos penales contemplados en la ley.  

Si miramos objetivamente estos últimos numerales se vigoriza un mecanismo plausible de 

lucha contra la criminalidad propendiendo por traer hacia la legalidad miembros de bandas de 
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delincuencia organizada, a cambio de un mayor beneficio para la sociedad y el estado. (Duarte 

Bohórquez, 2009)  

Está claro que el desarrollo de esta investigación (libro) es base trascendental e importante 

para este proyecto investigativo porque empieza a definir clara y fácilmente lo que es la garantía 

del principio de oportunidad , su desarrollo , sus inicios entre muchas otras cosas; generando una 

información complementaria a lo que manejaremos aquí.  

El principio de oportunidad, también se esgrimió a favor de los derechos del imputado, pues 

en el caso de delitos de escasa relevancia social o de mínima culpabilidad, debe otorgarse al 

fiscal la posibilidad de suspender un proceso para no exponer al imputado a una reacción penal 

injustificada, dado los efectos criminógenos de las penas cortas privativas de libertad, y teniendo 

en cuenta el principio de Proporcionalidad (Góngora Mera, 2004). 

El sistema penal colombiano se fundó en el principio de Legalidad, por lo que una vez 

recibida la noticia criminis, surge la obligación de iniciar la investigación penal, función 

encomendada a la Fiscalía General de la Nación por la Constitución de 1991 y en el desarrollo 

jurídico del principio de Legalidad se ha ido aceptando como la posibilidad de admitir 

excepciones a ese principio de Legalidad, al señalarse algunos criterios de oportunidad (…) la 

aplicación de ese principio de oportunidad incorporado en el sistema penal colombiano, que se 

basa en la facultad constitucional que le permite a la Fiscalía General de la Nación, respecto de la 

persecución penal, suspenderla, interrumpirla o renunciar a ella, por razones de política criminal 

o según las causales taxativamente definidas en la ley, sometiendo dicha oportunidad a control 

de legalidad ante el Juez de Garantías (si se trata de principio de oportunidad) o juez de 

conocimiento (si se trata de preacuerdo) sin que dicha facultad se torne absoluta, pues la norma 
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prevé que para su aplicación se debe tener en cuenta la política criminal y las causales taxativas 

definidas en la ley (Berrío Montoya, 2010). 

El objetivo de esta investigación es que el manejo legal del principio de oportunidad se 

evidencia que está planteado como una herramienta  de simple  beneficio ante la ausencia de una 

política criminal por parte del estado por este motivo  se hace imprescindible que el  régimen de 

justicia se descongestione de la impunidad que la inciden a causa de que la fiscalía como ente de 

persecución penal se convierta en un instrumento  de descongestión de la jurisdicción penal, 

prevención de la criminalidad con la función de ejecutar la verdadera política criminal 

consumando  su objetivo general establecido en al artículo 250 de la constitución política de 

Colombia. 

Dado a que el procedimiento penal ha tenido reformas procedimentales y constitucionales con 

miras a la implementación de un sistema Procesal Penal de corte acusatorio se analiza en este 

artículo si el principio de oportunidad establecido en el Acto legislativo 03 de 2002 cumple con 

el fin del Proceso Penal en el Estado social- Democrático de Derecho de proteger los derechos de 

los procesados, teniendo en cuenta que esta es una figura de aplicación excepcional mediante la 

cual se le permite a la fiscalía suspender, interrumpir o renunciar al ejercicio de la acción penal 

en los casos que directamente establece la ley, que a su vez permite regularse dentro del marco 

de la Política Criminal Nacional y estando sometido al control de legalidad de un Juez de Control 

de Garantías (Güechá, 2012, p.145) 

Ya que como bien se evidencia en el ordenamiento nacional se busca proteger las garantías 

dentro de un estado social de derecho en el cual  preponderan ciertos beneficios y derechos en el  

proceso penal solucionando algunos conflictos por medio de instrumentos racionales la cual 
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pretende descongestionar el aparato judicial siempre y cuando se cumplan cabalmente los 

requisitos formales.  

Es pertinente recalcar que el aporte  investigativo  de la fiscalía general de la nación es de 

suma consideración para este proyecto, ya que se considera el principio de oportunidad como 

herramienta de política criminal del estado, la cual se somete a la predominación  de los derechos 

individuales del procesado, limitando el castigo hasta cierto punto por el aparato estatal, dándole 

superioridad a la dignidad humana. 

 

2.2 Marco teórico 

 

Como quiera que la aplicación del Principio de Oportunidad generalmente conlleva la no 

realización del juicio oral, es posible que su aplicación comprometa el derecho de las víctimas a 

conocer la verdad. Por lo tanto, resulta fundamental que para la aplicación de dicho instituto se 

logre un conocimiento razonable de los hechos, en pro de que las víctimas tengan acceso a lo que 

la Corte Constitucional ha denominado “un principio de verdad”, que permita un adecuado 

equilibrio entre los derechos de los afectados con la conducta punible y los importantes fines que 

pueden lograrse con la aplicación del Principio de Oportunidad (Bedoya; Guzmán; Peña; 2010, 

p. 30).  

La realización del libro de la fiscalía general de la nación se convirtió en la base fundamental 

de esta investigación ya que fue hecho por el ente directamente encargado de orientar y proponer 

la garantía del principio de oportunidad el cual lo que pretende es interrumpir renunciar , 

suspender la persecución penal siendo considerado el instrumento más creativo e innovador pero 

se debe tener muy claro que para disfrutar de una aplicación efectiva y completa este debe estar 

plenamente identificado me refiero a esto con que se debe tener amplio y pleno conocimiento de 
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este; ya que este tuvo como motivo principal de su surgimiento el descongestionamiento del 

aparato judicial y en conjunto a este el no agotamiento del aparato judicial . Estas son algunas de 

las razones por las cuales este libro es de gran importancia para el desarrollo de nuestro proyecto 

investigativo acerca del principio de oportunidad articulo 324 causal 5 del código de 

procedimiento penal ya que por medio de esta causal se evita que se continúe con la comisión del 

delito o aporte información trascendental.  

 En algunas ocasiones pueden fusionarse ciertos elementos de las causales cuarta y quinta, ya 

que es posible que el imputado suministre información -que por sí sola no pueda calificarse de 

eficaz-, pero que permita hallar algunas evidencias que, a la postre, sirvan para corroborar su 

testimonio en juicio y acentúen su carácter de principal. (Bedoya; Guzmán; Peña; 2010, p.105). 

Solo se podrá aplicar el Principio de Oportunidad bajo las causales Cuarta o Quinta del presente 

artículo, siempre que no se trate de jefes, cabecillas, determinadores, organizadores promotores o 

directores de organizaciones delictivas. (Bedoya; Guzmán; Peña; 2010) 

Procesalmente, se debe insistir en que si la aplicación del principio de oportunidad es una 

facultad discrecional de la fiscalía, dentro de los marcos legales , significa que la disposición es 

exclusiva de este ente y que a pesar de la solicitud , en este sentido , por parte del imputado o de 

la víctima, aun demostrando por parte de estos cualquiera de las causales consagradas en el 

artículo 324, no obliga al Fiscal en su aplicación , pues es un acto dispositivo que afecta la 

pretensión punitiva del estado. En conclusión, el principio de oportunidad tiene, a la luz la teoría 

general del derecho, el carácter de principio traducido en la discrecionalidad política y jurídica 

del fiscal para disponer en la etapa de investigación y creemos aun en la de juzgamiento, sobre su 

pretensión punitiva, mediante los procedimientos procesales establecidos. (Vásquez y Mojica, p. 

26) 
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El principio de oportunidad es el que se refiere al tránsito a la cosa juzgada que tiene la 

aceptación judicial de la aplicación del principio discrecional. Cuando la determinación de la 

Fiscalía es la de renunciar a la persecución penal, la aceptación en firme por parte del juez de 

control de garantías obtiene fuerza de cosa juzgada y no se podrá reactivar investigación por la 

misma conducta. Como consecuencia el caso se archivará sin necesidad de recurrir al juez de 

conocimiento para que declare la preclusión de la investigación. (Orejarena Parra, 2009)  

El anterior artículo nombrado es trascendental igualmente; ya que este procede a recalcar lo 

que sucede después de ser otorgado el principio de oportunidad y cuenta con amplia veracidad ya 

que el autor es el fiscal que se encontraba capacitando a los demás en dicha novedad.  

Se le atribuye a la Fiscalía General de la Nación la función de ejecutar la política criminal, 

debe dotársele igualmente de instrumentos y mecanismos que le permitan graduar la aplicación 

de lo dispuesto en la ley para acercarse al cumplimiento de las finalidades que la política 

criminal le traza. Así las cosas, la función de la Fiscalía no es únicamente iniciar procesos 

penales, ni obtener condenas, sino procurar la reducción de la impunidad, la prevención de la 

criminalidad, la atención integral a las víctimas, la descongestión de la jurisdicción penal para 

poder disponer de ella oportunamente, la generación de condiciones de convivencia pacífica, la 

exclusión de la violencia y del delito como mecanismo de solución de los conflictos y de ascenso 

social, etc.( Berrio Alarcón ,Montoya Castellanos , Prieto Espinosa.). 

Un sector de la doctrina opina que el principio de Oportunidad termina con la hipocresía del 

Estado, que sostenido en el principio de Legalidad, aseguraba perseguir todos los delitos, cuando 

en realidad se concentraba en aquellos que no afectaran intereses económicos o políticos El 

principio de Oportunidad sería entonces una forma de admitir que el Estado es incapaz de 

perseguir todas las conductas criminales y podría evitar la selección arbitraria que se efectúa en 
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el sistema judicial, al contemplar expresamente los casos en que el Estado renuncia a la 

persecución penal, pero el principio de Oportunidad guarda en su esencia misma un fundamento 

que podría igualmente tacharse de hipócrita o al menos contradictorio. De un lado, el Estado 

criminaliza una serie de conductas en el Código Penal y posteriormente eleva todas las penas; de 

otro, descriminaliza esas mismas conductas en el Código de Procedimiento Penal por lo que tal 

situación deja la sensación de que se desea engañar al ciudadano, haciéndole creer que lo que las 

leyes penales condenan será efectivamente juzgado por el Estado. (Berrio Alarcón, Montoya 

Castellanos, Prieto Espinosa, 2009). 

El ordenamiento procesal penal se encuentra regido por el principio de legalidad. Sin 

embargo, con la introducción de los criterios de oportunidad se verán alteradas algunas de sus 

manifestaciones. Sobre todo, las vinculadas con las facultades que la ley asigna al fiscal para el 

inicio del proceso, como es el caso del principio de obligatoriedad conforme a la cual la fiscalía 

está obligada a ejercitar la acción penal ante toda noticia criminal que llega a su conocimiento. 

Así mismo el instituto de oportunidad repercute en el carácter indispensable de la misma cuya 

base teórica se identifica con el principio de legalidad. el objetivo de la inclusión del principio de 

oportunidad en el sistema acusatorio, es decir el de disminuir las cifras de congestión judicial 

fenómeno que conduce a un desgaste necesario, por lo tanto se pretende resolver conflictos 

menores que se presenten con gran frecuencia y que en la mayoría de los casos  no alcanza a 

vulnerar materialmente el bien jurídico protegido por el legislador “indudablemente, el principio 

de oportunidad esta cimentado sobre la necesidad de simplificar, de acelerar y de hacer eficiente 

la administración de justicia en el país. Esto se logra despenalizando algunos comportamientos 

de la denominada criminalidad de poca monta”   (Torres, 2006). 
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Política criminal 

En el principio de oportunidad podemos establecer que  no es un comportamiento tipificado 

como delito libre en la ley  penal, a causa de esto la corte constitucional se ha pronunciado en la 

C-480/05 con el  magistrado ponente  el doctor MANUE JOSE CEPEDA ESPINOSA, dando 

inicio a una demanda inconstitucional basándose por el principio de oportunidad en el artículo 

323 de la ley 906 del 2004 del código de procedimiento pena, al mismo tiempo la exigencia de 

justificar clara, precisa y concordante así las acusaciones expuestas a las normas legales, debido 

a la consecuencia del artículo 241 con el numeral 4 donde nos especifica que la corte 

constitucional es competente para conocer de las demandas impuestas, a la oposición de normas 

legales, de ahí se deduce que una de las finalidad de garantizar y hacer cumplir con las funciones 

establecidas en el principio de oportunidad. 

En la C-673/05 del magistrado  ponente HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO, donde 

declara la  exequible el primer inciso de e artículo 221 de la ley 904, siempre que se refiere la 

una declaración jurada , sea de un testigo defiende las características de una exigencia reseñada 

en el artículo demandado, se puede determinar la costumbre y practica de una prueba, 

adicionando una declaración de un testigo, se determina como prueba viable  que hasta se podría 

determinar que tendría consecuencias jurídicas, a la condición que el testimonio de un infórmate 

que se pueda conducir a un allanamiento o registro, deberá ser atendido por el juez de control de 

garantías con ayuda de la fiscalía general de nación para poder impartir e implementar el 

principio de oportunidad, siempre que garantice los derechos estipulados en la ley. 

En la sentencia C- 979/05, magistrado ponente JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO, se interpone 

una demanda en el artículo 78 del código penal por el principio de non bis in ídem , dando origen 

a la aplicación del principio de oportunidad, El cargo dirigido contra parcial es infundado pues 
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el  que una norma ordene que una decisión se apoye en una motivación sucinta no significa que 

ella deba tomarse sin exponer motivación alguna  a causa de las reglas del funcionamiento de la 

justicia, los reglamentos y manuales que remite la  fiscalía general de nación deben desarrollar 

unos parámetros de política criminal  equilibrados con la constitución y la ley la vulneración de 

delitos ante la administración pública  tiene cobija en el principio de oportunidad con la 

sentencia C-648/06 con su magistrado ponente Jaime Araujo Rentería donde se demanda el 

numeral 10  del artículo 324 de la ley 906 del 2004, por lo tanto se emite el código de 

procedimiento penal, en caso que se ignora el principio de moralidad establecido en el artículo 

209  superior y siguiente a los artículos primero y segundo de la constitución política,  dando 

lugar a los valores inquebrantables en la administración de justicia, por ende el derecho penal 

solo se podrá aplicar para la protección de los viene jurídicos dando así nuevas medidas no 

represivas, como  son la administración y mercantil. 

 En la Sentencia C-095/07 con su magistrado ponente r. MARCO GERARDO MONROY 

CABRA, demanda instaurada a la corte constitucional, aunque el proyecto de  la ley se refleje  

de precisión y claridad, por consiguiente  dentro de los procesos penales, podemos decir que son 

las victimas las más  desprotegidas dentro la ley y el principio de oportunidad, hacer validos sus 

derechos con el objetivo de la aplicación de dicha ley, se necesita de fundamento normativos y 

efectivos de los artículos 11, 137, 326, 327, 328 y 329 abiertamente  se estipulan los derechos de 

las víctimas, con el fin de proteger y equilibrar  el principio de oportunidad, concluyendo la corte 

constitucional que no era ajustado a l carta política limitar la aplicación del principio de 

oportunidad, únicamente frente a los delitos consagrados por el estatuto de roma ,por 

consiguiente, bajo el  entendido de que las violaciones a los derechos humanos trascienden lo 
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dispuesto en dicha  normatividad, declaro inexequible  la expresión “estatuto de roma’’ frente a 

los delitos contra el derecho internacional humanitario. 

 En el principio de oportunidad ponemos observarlo en la sentencia C-648/06 con el 

magistrado ponente Dr. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA,  donde se instaura una demanda 

por el artículo 324, parágrafo 3, del código de procedimiento penal, por los vicios de 

procedimiento en su formación y por vicios de fondo, a causa que los vicios de  medio en su 

estudios, se considera en el procedimiento de aprobación parágrafo 3 donde se viola los 

numerales 2 y 3 del artículo 157,  causa de la vulneración de  los principios de identidad y 

conectividad, en la exclusión de la aplicación del principio de oportunidad en relación  con 

ciertos delitos que se pueden considerar especial gravedad, el cumplimiento del asunto  es 

directo  con la capacidad con el artículo 324, que regularan las hipótesis que se pueden aplicar  

sobre el principio de oportunidad. 

Principio de oportunidad 

Teniendo en cuenta la importancia de la evolución en el sistema penal acusatorio aparece una 

institución llamada principio de oportunidad  que su principal función es garantizar bajo la 

correcta aplicación por parte la fiscalía órgano que juzga en pro de encontrar la verdad relativa y 

la reparación coherente; encontrando en la corte la siguiente definición “El principio de 

oportunidad es una institución central del sistema penal acusatorio cuya aplicación está a cargo 

de la Fiscalía General de la Nación, bajo supervisión de legalidad del juez de control de 

garantías, y constituye una excepción a la obligación constitucional que recae sobre la Fiscalía y 

que la obliga a adelantar la acción penal y realizar la investigación de los hechos delictivos. 
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2.3 Marco contextual 

 

El Departamento de Norte de Santander está situado en el noreste de la región andina del país; 

localizado entre los 06º56’42’ y 09º18’01’’ de latitud norte y los72º01’13’’ y 73º38’25’’ de 

longitud oeste. Cuenta con una superficie de 22.367 km2 lo que representa el 1.9% del territorio 

nacional. Limita por el Norte y Este con la República de Venezuela, por el Sur con los 

departamentos de Boyacá y Santander, y por el Oeste con los departamentos de Santander y 

Cesar. Norte de Santander cuenta con una población 1.376.716, dato otorgado por el DANE en 

su investigación: COLOMBIA. PROYECCIONES DE POBLACIÓN MUNICIPALES POR 

ÁREA 2005-2020. La ciudad de Cúcuta está ubicada en el oriente de su departamento, en la 

Cordillera Oriental (rama de la Cordillera de los Andes).la población con que cuenta la ciudad es 

de 650.011 habitantes (Alcaldía de Cúcuta, 2016). Como es de conocimiento por medio de los 

medios de comunicación y la vivencia propia Cúcuta la capital de Norte de Santander es azotada 

desde hace  años por la delincuencia común y bandas de delincuencia organizada como los 

Rastrojos y los Urabeños, y el clan del golfo. Nombrar datos estadísticos de carácter criminal 

sobre las  BACRIM en la región es complejo, ya que, esta información real, verás y contundente 

se encuentra en la base de datos de la Policía Nacional y la Fiscalía General de la Nación las 

cuales se encuentran bajo reserva de confidencialidad. 

Se encuentran diferentes tipos de bandas delincuenciales, en un artículo publicado por la 

revista Semana el 18 de agosto del 2008 el cual habla del grupo Las Águilas Negras, en este 

artículo se detalla quienes conforman estas Hay de todo: paras disidentes que no se acogieron a 

la desmovilización de las AUC, desmovilizados que volvieron a delinquir y personas que no 

estuvieron relacionadas con los paramilitares y que ingresaron a la delincuencia al conformar 

bandas que buscan heredar el botín del narcotráfico. Según la Policía, entre 2006 y 2007 fueron 
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capturados 1.765 miembros de bandas, de los cuales 258 eran desmovilizados. La Comisión 

calcula que un poco más del 2 por ciento del total de desmovilizados pasó a integrar estas 

bandas, lo que califica de normal en comparación con las experiencias internacionales 

(Semana.com, 2008, párr.5).Se establece, Las zonas más críticas en términos de esos grupos 

armados ilegales se ubican en el sur y occidente del país (Nariño, Chocó, Cauca, Valle y 

Putumayo), en la Costa Caribe en general, en los Llanos Orientales (Meta, Vichada y Casanare), 

en el bajo Cauca y en Norte de Santander. En menor medida, existen manifestaciones de hechos 

similares en algunos municipios en los departamentos del Caquetá, Antioquia, Cundinamarca, 

Boyacá, Huila y Tolima (Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, 2007). 

Este es el motivo por el cual este proyecto de investigación se va a realizar en la Ciudad de 

Cúcuta, Norte De Santander, ya que es una zona de frontera expuesta todo el tiempo a bandas de 

delincuencia organizada, siendo afectadas por las situaciones de violencia generadas sobre la 

población civil, donde los integrantes de las mismas cometen a diario distintos delitos; por tal 

motivo a través del Juzgado 2 Penal Municipal con función de Control de Garantías, ubicados en 

el Palacio de Justicia de la ciudad y en conjunto con la Fiscalía General de la Nación especializa 

la cual cuenta con la  oficina ubicada la avenida gran Colombia # 2 E-91 estos son los sitios 

donde se aplicaron los instrumentos de investigación.  

 

2.4 Marco jurídico 

 

Constitucional 

Constitución Política de 1991: 

Artículo 250: Texto Original extraído de la página de la constitución política de Colombia: 

Corresponde a la Fiscalía: General de la Nación, de oficio o mediante denuncia o querella, 
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investigar los delitos y acusar a los presuntos infractores ante los juzgados y tribunales 

competentes. Se exceptúan los delitos cometidos por miembros de la Fuerza Pública en servicio 

activo y en relación con el mismo servicio. Para tal efecto la Fiscalía General de la Nación 

deberá: 

1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 

aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 

protección de la comunidad, en especial, de las víctimas.  

El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 

conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. La ley podrá facultar a la 

Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; igualmente, la ley fijará 

los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que cumpla la función de 

control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes.  

1. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En 

estos eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control 

posterior respectivo, a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes. 

2. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras 

se ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación 

de derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que 

ejerza las funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 

 3. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un 

juicio público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las 

garantías. 
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 4. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo 

dispuesto en la ley no hubiere mérito para acusar.  

5. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 

víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y  

La reparación integral a los afectados con el delito. 

6. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el 

proceso penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal 

y los mecanismos de justicia restaurativa.  

7. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la 

Policía Nacional y los demás organismos que señale la ley.  

8. Cumplir las demás funciones que establezca la ley.  

ACTO LEGISLATIVO 03 del 19 de Diciembre del año 2002  por el cual se modificó  la 

Constitución  Nacional:  

Artículo 2° del anterior acto legislativo el cual modifico El artículo 250 de la Constitución 

Política como se estipulo anteriormente.  

El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. En el 

evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General o sus delegados deberán 

Suministrar, por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 

informaciones de que tengan noticia incluida los que le sean favorables al procesado. 

 Ley 906 de 2004 (Código de Procedimiento Penal) (Fecha de Expedición: 31/08/2004- 

Fecha de Entrada en Vigencia: 01/01/2005- Medio de Publicación: Diario Oficial 45658 de 

septiembre 01 de 2004- Publicación página web: secretaria del senado. 
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Artículo 323: aplicación del principio de oportunidad: la fiscalía general de la nación , en la 

investigación o en el juicio, hasta antes de la audiencia de juzgamiento, podrá suspender , 

interrumpir o renunciar a la persecución penal, en los casos que establece este código para la 

aplicación del principio de oportunidad.  

El principio de oportunidad es la facultad constitucional que le permite a la fiscalía general de 

nación, no obstante que existe fundamento para adelantar la persecución penal, suspenderla, 

interrumpirla, o renunciar a ella, por razones de política criminal, según las causales 

taxativamente definidas en la ley, con sujeción a la reglamentación expedida por el fiscal general 

de la nación y sometido a control de legalidad ante el juez de garantías.  

Artículo 324: Causales. El principio de oportunidad se aplicará en los siguientes casos: 

1. Cuando se trate de delito sancionado con pena privativa de la libertad que no exceda en su 

máximo de seis (6) años y se haya reparado integralmente a la víctima, de conocerse esta, y 

además, pueda determinarse de manera objetiva la ausencia o decadencia del interés del Estado 

en el 

Ejercicio de la correspondiente acción penal. 

2. Cuando la persona fuere entregada en extradición a causa de la misma conducta punible. 

3. Cuando la persona fuere entregada a la Corte Penal Internacional a causa de la misma 

conducta punible. Tratándose de otra conducta punible solo procede la suspensión o la 

interrupción de la persecución penal. 

4. Cuando la persona fuere entregada en extradición a causa de otra conducta punible y la 

sanción a la que pudiera llevar la persecución en Colombia carezca de importancia al lado de la 

sanción que le hubiera sido impuesta con efectos de cosa juzgada contra él en el extranjero. 



31 
 

5. Cuando el imputado colabore eficazmente para evitar que continúe el delito o se realicen 

otros, o aporte información esencial para la desarticulación de bandas de delincuencia 

organizada. 

6. Cuando el imputado sirva como testigo principal de cargo contra los demás intervinientes, 

y su declaración en la causa contra ellos se haga bajo inmunidad total o parcial. En este caso los 

efectos de la aplicación del principio de oportunidad serán revocados si la persona beneficiada 

con el mismo incumple con la obligación que la motivó. 

7. Cuando el imputado haya sufrido, a consecuencia de la conducta culposa, daño físico o 

moral grave que haga desproporcionada la aplicación de una sanción o implique 

desconocimiento del principio de humanización de la sanción punitiva. 

8. Cuando proceda la suspensión del procedimiento a prueba en el marco de la justicia 

restaurativa y como consecuencia de este se cumpla con las condiciones impuestas. 

9. Cuando la realización del procedimiento implique riesgo o amenaza graves a la seguridad 

exterior del Estado. 

10. Cuando en atentados contra bienes jurídicos de la administración pública o recta 

impartición de justicia, la afectación al bien jurídico funcional resulte poco significativa y la 

infracción al deber funcional tenga o haya tenido como respuesta adecuada el reproche y la 

sanción disciplinarios. 

11. Cuando en delitos contra el patrimonio económico, el objeto material se encuentre en tan 

alto grado de deterioro respecto de su titular, que la genérica protección brindada por la ley haga 

más costosa su persecución penal y comporte un reducido y aleatorio beneficio. 

12. Cuando la imputación subjetiva sea culposa y los factores que la determinan califiquen la 

conducta como de mermada significación jurídica y social. 
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13. Cuando el juicio de reproche de culpabilidad sea de tan secundaria consideración que haga 

de la sanción penal una respuesta innecesaria y sin utilidad social. 

14. Cuando se afecten mínimamente bienes colectivos, siempre y cuando se dé la reparación 

integral y pueda deducirse que el hecho no volverá a presentarse. 

15. Cuando la persecución penal de un delito comporte problemas sociales más significativos, 

siempre y cuando exista y se produzca una solución alternativa adecuada a los intereses de las 

víctimas. 

16. INEXEQUIBLE. Cuando la persecución penal del delito cometido por el imputado, como 

autor o partícipe, dificulte, obstaculice o impida al titular de la acción orientar sus esfuerzos de 

investigación hacia hechos delictivos de mayor relevancia o trascendencia para la sociedad, 

cometidos por él mismo o por otras personas. Corte Constitucional Sentencia C-673 de 2005 

17. Cuando los condicionamientos fácticos o síquicos de la conducta permitan considerar el 

exceso en la justificante como representativo de menor valor jurídico o social por explicarse el 

mismo en la culpa. 

LEY 1312 DE 2009 expedida el 09 de julio de 2009: “Por medio de la cual se reforma la Ley 

906 de 2004 en lo relacionado con el principio de oportunidad”: en su numeral 1 y 2  modifica el 

artículo 323 y  324 del código de procedimiento penal  

ARTÍCULO 2°. El artículo 324 de la Ley 906 de 2004, quedará así: 

Artículo 324. Causales. El principio de oportunidad se aplicará en los siguientes casos: 

En el texto original se encontraba enumerada esta causal en el numeral 5 con la modificación 

se encuentra ahora en el numeral 4 y se amplió de la siguiente forma: 

4. Cuando el imputado o acusado, hasta antes de iniciarse la audiencia de juzgamiento, 

colabore eficazmente para evitar que el delito continúe ejecutándose, o que se realicen otros, o 
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cuando suministre información eficaz para la desarticulación de bandas de delincuencia 

organizada. 

 Resolución 0-2370 del 11 JUL. 2016 ''Por medio de la cual se reglamenta la aplicación del 

principio de oportunidad y se derogan las resoluciones No. 0-6657 de 2004, 0-6658 de 2004, 0-

6618 de 2008, 0-3884 de 2009, 0-0692 de 2012, 0-0919 de 2014, 1168de2014’’ extraída esta 

información de la Pagina Web de la Fiscalía General de la Nación: 

Cita textual de la resolución: “Artículo 1. Objeto. Esta resolución tiene por objeto actualizar y 

unificar los criterios de la regulación del trámite del principio de oportunidad y promover su 

aplicación de conformidad con la Constitución, la ley, la jurisprudencia y la doctrina, en el marco 

de la función reglamentaria conferida al Fiscal General de la Nación en esta materia. Las 

disposiciones del Capítulo I se tendrán en cuenta para interpretar las normas de los demás 

capítulos de la presente resolución.” Cita textual de la resolución:  

“Articulo 2. Principio de proporcionalidad. El principio de oportunidad es un instrumento 

constitucional de la política criminal del Estado, cuya consagración y aplicación solo es posible 

mediante la ponderación de los intereses del Estado, de la sociedad y de los intervinientes en el 

proceso penal. La aplicación del principio de oportunidad debe estar fundamentada, siempre en 

el desarrollo de los criterios de adecuación, necesidad y proporcionalidad en sentido estricto, 

propios de la técnica de la ponderaci6n. En su aplicación se presume el respeto por el principio 

de justicia. 

Parágrafo. No se concederán inmunidades totales, salvo cuando el beneficio obtenido para la 

justicia, la sociedad y las victimas sea significativamente superior al obtenido por el procesado. 
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Jurisprudencial 

En este proyecto de investigación manejamos diferentes sentencias pero la más importante es 

la sentencia 095 de 2007, la cual tuvo como magistrado ponente Monroy cabra el 14 de febrero 

de 2007 en Bogotá. Esto surge cuando los ciudadanos Carlos enrique campillo parra y Gustavo 

gallón Giraldo demandaron las siguientes expresiones de la ley 906 del 2004 porque eran 

consideradas inconstitucionales apelando a la causal 5  planteando esto será citado estrictamente 

de la página web de la corte constitucional. La Corte considera que si bien el legislador cuenta 

con un margen para configurar  las causales de procedencia del principio de oportunidad, cada 

una de ellas debe quedar consagrada de manera precisa e inequívoca, de forma tal que el juez de 

control de garantías pueda realmente determinar si en un caso concreto procede o no renunciar, 

suspender o interrumpir el ejercicio de la acción penal. 

Sentencia C-936 del 2010: la cual tuvo como magistrado ponente a Luis Ernesto Vargas silva 

el 23 de noviembre de 2010 en Bogotá. La demanda de inconstitucionalidad contra el numeral 17 

y el parágrafo 3° del artículo 2 de la ley 1312 de 2009, por medio de la cual se reforma la ley 906 

de 2004 en lo relacionado con el principio de oportunidad. fue interpuesta por Rafael Barrios 

Mendivil, dora Lucy arias Giraldo y linda maría cabrera Cifuentes.  

El legislador goza de una amplia potestad legislativa a la hora de señalar aquellas 

circunstancias que rodean la comisión o el juzgamiento de cualquier conducta punible, en las 

cuales resulta desproporcionada, inútil o irrazonable la persecución penal, pudiendo establecer a 

su arbitrio, por ejemplo, que la ínfima importancia social de un hecho punible, la culpabilidad 

disminuida, o la revaluación del interés público en la persecución de la conducta, etc., sean 

causales que permitan prescindir de la persecución. Es decir, en cuanto al tipo de circunstancias 

que rodean la comisión de un delito o su investigación o juzgamiento, que pueden dar lugar a la 
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aplicación del principio de oportunidad, el legislador tiene amplia facultad de configuración 

legislativa, siempre y cuando esas circunstancias respeten parámetros de razonabilidad frente al 

propósito de racionalizar la utilización del aparato estatal en la labor de persecución penal. 

Sentencia  673 de 2005: La cual tuvo como magistrada ponente CLARA INES VARGAS 

HERNANDEZ el treinta (30) de junio de dos mil cinco (2005) en Bogotá. Esto surge cuando EL 

CIUDADANO Diego Fernando Forero González. Demandaron la inconstitucionalidad contra los 

artículos 221 (parcial) y 324 (parcial) de la ley 906 de 2004, ¨por el cual se expide el código de 

procedimiento penal 

Internacional 

En el proyecto de investigación   se mirara en el marco internacional las diferentes  causales 

del principio oportunidad  en diferentes países  del mundo, igualmente se conducirá distintos 

juicios textuales que manifiestan estos países con sus modelos de procedimiento penal. 

El principio de oportunidad en los Estados Unidos: A pesar del método propio, en los 

Estados Unidos se representa el uso más para dogmático en el uso de principio de oportunidad,   

designado en inglés PROSECUTORIAL DISCRETION Y unido a con el PLEA BARGAINING 

O  convenio sobre enunciación de cargos, se constituye en principio del procedimiento en la 

persecución penal americana. De la misma manera la  fiscalía procede de un absoluto discreción  

con el ejercicio de la acción penal y tiene la oportunidad de  contenerse de acusar  aún tiene alta 

posibilidad que el acusado hay cometido un delito y así mismo se pudiera pactar con él en su 

pena sin ninguna retención o restricción. (Plea bargaining). De igual  manera, un sector de la 

doctrina americana ha apreciado a conveniencia observar la experiencia continental europea, 

donde  instauran controles más exactos sobre el principio de oportunidad ,en el momento se 

realizan actividades de monitoreo sobre la ocupación de los fiscales para dirigir  su conductas 
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éticas (normas de modelo de conductas profesionales), tales las propuestas de la barra  americana 

de abogados (ABA), hasta las contenidas en el manual de abogados de los estados unidos del 

departamento de justicia (United states attotney`s mnual). 

En la reforma constitucional en consecuencia de material penal y en el principio de 

oportunidad con el ejercicio de la presunción punitiva,( Arturo Villareal palos) menciona en el 

principio de oportunidad en los estados unidos, el principio de oportunidad en el sistema europeo 

( italiano y Francia); el principio oportunidad latinoamericano ( chile), principio de oportunidad 

México. 

Principio de oportunidad en Italia: Con el objetivo en el código procesal penal italiano 

podemos decir que asigna  en su artículo 50.2 : “cuando no sea necesaria la querella, la petición, 

la instancia o la autorización, la acción penal se ejercitara de oficio” establecemos un principio 

de general  de legalidad de la legislación italiana, podemos decir que hay una exclusivo , sin 

embargo, ha dicho el principio mediante el instituto del patteggiamento, es el termino abreviado 

con el que se identifica l “ applicazione della pena si richiesta dalle parti”,( textualmente la “ 

aplicación de la pena a petición de parte”)  de ahí el patteggiamento se suministra en el artículo 

444 del código adjetivo italiano  y se fundamenta en una adecuación del plea bargaining, 

conforme al inculpable y el ministerio publico  podrán pedir al juez la aplicación  de una sanción 

sustituía o de una pena pecuniaria, donde se reduce la pena a un tercio, relación a una pena en 

prisión, puesto que, teniendo en cuenta las circunstancias  y donde se mira la disminución de un 

tercio de la pena, visto que no excede los 5 años detención por si sola o en conjunto con una pena 

pecuniaria.  
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El patteggiamento  no procederá a los casos de  con los delitos de  prostitución de menores, 

violencia sexual o cuando el acusado se le haya atribuido un delito habitual, sea profesional o por 

tenencia. 

El principio de oportunidad en la legislación mexicana: Es pertinente recordar que durante 

tiempo  éxito en materia federal (y también en la legislaciones estatales) la imagen del 

“desistimiento de la acción pena”  por parte del ministerio público durante el proceso penal, la 

cual no se podía  retener   un dominio alguno y que únicamente la discrecionalidad establecida 

una manera de aplicar el principio de oportunidad.  

En los años 1984  se abandona  tal designación  para sustituirla  por una más que se llamó 

“petición de sobreseimiento del proceso”  pero todavía con un carácter vinculante para el 

juzgador. En efecto con la reforma de 1991 el artículo 298 del código federal de procedimiento 

penal, establece que,  en los casos de petición de sobreseimiento promovidos por el ministerio 

público, pertenece únicamente al juez decidir sobre su procedencia. De igual modo el principio 

de legalidad hubo que implementar el principio d oportunidad en el sistema procesal penal 

federal.  

 La ley federal contra la delincuencia organizada del 7 de noviembre de 1996, atiende al 

menos un supuesto de oportunidad en la actuación de la acción penal, a exponer en ciertos casos 

la prueba aportada  por un sujeto de la delincuencia organizada no serán usadas para iniciar un 

proceso en su contra( artículo 35, fracción primera), atendiendo el artículo 525 del código federal 

de procedimiento penal, determina una hipótesis  de desistimiento de la acción penal, sabiendo 

que operan en casos que se considere que el inculpado tiene habito o necesidad  de 

estupefacientes  u otros estimulaciones, sea la necesaria por su propio consumo, siempre  y 
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cuando lo establezca l ley en este caso es un ejemplo donde se puede tener acepciones y en otros 

delitos  se podrá aplicar el principio de oportunidad. 

El principio  de oportunidad en la legislación chilena: En el código de procedimiento penal 

(cppch) en el artículo 170  regula el principio de oportunidad en los siguientes casos: “ los 

fiscales del ministerio público podrá no iniciar la persecución penal o abandonar la ay iniciado 

cuando se tratare de un hecho que no comprometiere gravemente el interés público, a menos que 

la pena mínima así al delito  excediere la de presidio o reclusión menores en su grado mínimo o 

que se tratare de un delito cometido por un funcionario público en el ejercicio de sus funciones”, 

en los casos que se procede la aplicación del principio de oportunidad  no se ha enumerado en la 

legislación chilena  y  solamente se requerirá  - como se pronuncia arriba-  que los hechos no 

sean comprometidos  los intereses públicos, así de esa manera la pena a aplicar no puede exceder 

la de presidio o reclusión menor en su grado mínimo de ( sesenta y un días a cinco años, según el 

artículo 56 del código penal), en excepción que no se tratare  de delitos cometidos por 

funcionarios públicos. Si el ministerio publico decide aplicar el principio de oportunidad, se 

deberá emitir una decisión motivada por el juez de garantía, a su vez la notificación se hará a los 

intervinientes si los hubiera. Esto se podrá dejar sin efecto cuando se considere que se ha 

excedido sus atribuciones en cuanto una pena impuesta  mínima  prevista para el hecho. 

El principio de oportunidad en la legislación peruana: En el principio de oportunidad en el 

nuevo código procesal peruano, “escrito por reymer juan coalpert robles  fue escrito 

originalmente por el magistrado ramiro bermejo ríos para la revista de la corte superior de 

justicia de Tacna.” Donde habla del principio de oportunidad en el nuevo código  procesal 

peruano, es decir, en lo sugestivo tanto por los resultados practicados que se atrae su adecuación 

como la polémica doctrinal que se puede motivar. Sin embargo posea relevancia de su 
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regulación, la exposición de motivo no hace referencia a sus fundamentos o implicancia 

procesales y se limita a menciona que el principio de consenso informativo a la nueva regulación 

procesal penal, en los mecanismos procesales orientados a evitar la congestión procesal y la 

saturación del sistema de justicia penal. 

El principio de oportunidad argentino: Introducido en el sistema penal argentino  que se 

refiere al principio de oportunidad  y su aplicación,  se puede unir a diferentes teorías utilizadas 

sobre la legitimación  o el fundamento, el fin de los límites de una pena, dicha acción procura 

igualar la pena  a través de los recordar los valores (bienes jurídicos) aceptándolos como base de 

la  integración social, confirmando la vigencia de las normas establecidas, de alguna madera se 

puede asociar el principio de oportunidad a propósitos políticos-criminales, a fin de intentar 

comportamientos punibles hacia los aspectos de conflictos y soluciones extrapenales. 

Uno de los instintivos incorporados en el nuevo código penal argentino es estipulado 

“suspensión del juicio a prueba” por consiguiente fue incluido por la ley 24.316 decretada el día 

13 de mayo de 1994  y publicada el día 19  de mayo de 1994 en un boletín informativo. Se 

estipula según los antecedentes que pueden surgir de un debate en el congreso d la nación 

argentina  y la del sistema penal, con algunos delitos indiscutibles que se establecen en una pena 

privativa de la libertad determinada, para llegar a descomprimir la administración de justicia  

cuyo órganos judiciales se encuentra lleno de proceso,  algunos de estos se encuentran y carecen 

de  política-criminal. 

El principio de oportunidad uruguayo: El doctor Álvaro franca: publico por el SERPAG 

(servicio paz y justicia –Uruguay): “del inicio del proceso, la política criminal y el pre-sumario”, 

Estos son uno de los  puntos más críticos y sensibles del proceso penal, una de las primeras 

carencias que se establece es la falta de regulación del llamado “ principio de oportunidad” o de 
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la consagración y definición de “ razones de política criminal” para poder  congregar la 

pretensión unitiva del estado consagrado en forma legal la posibilidad de  llevar a la practica un 

derecho penal mínimo o limitar la solución penal. 

La naturaleza se puede determinar mixta por el ende inquisitivo y acusatorio, y un proceso se 

puede determinar que sea el juez quien recibiera el proceso  y al mismo tiempo llevar la 

investigación  con ayuda del ministerio público. 
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3. MARCO METODOLÓGICO 

 

3.1 Paradigma 

 

Tratándose de evaluar las falencias que se están presentando en el Sistema Penal Acusatorio, 

principalmente en cuestión de analizar la efectividad u obstaculización que están alrededor del 

principio de oportunidad, además de los elementos metodológicos pertinentes para concluir y 

recomendar frente a esta situación, esta investigación parte desde el paradigma interpretativo, el 

cual le abre las puertas a un enfoque basado en lo cualitativo.  

 

3.2 Enfoque 

 

Varios han sido los autores que han expresado su gusto, preferencia y profundización frente a 

este enfoque y uno de ellos es Esterberg, quien ha considerado que lo cualitativo representa una 

búsqueda donde el investigador comienza examinando el mundo social y en este proceso 

desarrolla una teoría coherente con lo que observa, con lo que ocurre; así mismo, este autor 

considera que las investigaciones cualitativas se fundamentan más en un proceso inductivo, es 

decir en explorar y describir para luego generar perspectivas teóricas, un trayecto de lo particular 

a lo general (Esterberg, 2002).  

Es evidente que en el tiempo invertido en este proyecto de investigación  el contacto ha sido 

directo, amplio y contundente con cierta parte de la sociedad jurisconsulta de Cúcuta, siendo 

elementos primordiales para la materialización de los objetivos que dan un ángulo de 

comprensión del fenómeno. Las vivencias propias de las personas vinculadas, más los demás 

apoyos o datos que se recolectan en la instrumentación, cuentan con el acercamiento a la 
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veracidad que se requiere para evaluar el principio de oportunidad frente a los lineamientos del 

Sistema Penal Acusatorio. De ahí que para Hernández Sampieri, lo cualitativo represente la 

expansión de los datos e información, pero pretendiendo evidente e intencionalmente que se 

acerca a una medición precisa de las variables de estudio (Hernández Sampieri, 2014). 

Para Hernández Sampieri, la recolección de los datos desde un enfoque cualitativo consiste en 

obtener las perspectivas y puntos de vista de los participantes, sus emociones, experiencias, 

significados y otros aspectos subjetivos. También resulta de interés las interacciones entre 

individuos, grupos y colectividades. El investigador pregunta cuestiones generales y abiertas, 

recaba datos expresados a través del lenguaje escrito, verbal y no verbal, así como visual, 

reconociendo tendencias personales pero consolidando una teorización objetiva (Hernández 

Sampieri, 2014).  

 

3.3 Diseño 

 

Este proyecto de investigación se distingue porque no manipula la información, se obtiene 

desde la realidad, desde lo fidedigno, manejando la inquietud en referencia al cumplimiento de la 

causal 5 del artículo 324 de la ley 906 de 2004,  en cuanto al beneficio para el estado colombiano 

por la ayuda que genera la colaboración del procesado en la desarticulación de estructuras 

criminales, buscando así que se les otorgue la garantía o beneficio del principio de oportunidad. 

Esto, dentro de un marco de trabajo completo, no simplemente la verificación de documentos, 

sino la opinión desde la experiencia por parte de algunos operadores de la justicia.  

Lo anterior encaja idóneamente en la caracterización del diseño hermenéutico. Se trata de un 

ámbito investigativo donde el perfil del investigador posee la tendencia de buscar darle un 
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sentido o significado a todos los elementos que observa, por medio de una orientación que según 

Martínez Miguelez puede incluir la interacción junto con el análisis del discurso que ejecuta el 

emisor (Martínez Miguelez, 2004). 

 

3.4 Fuentes de la investigación 

 

Las fuentes de información se caracterizan por ser tanto primarias como secundarias. Las 

fuentes primarias se distinguen y son conocidas por ser aquellas que generan un contacto directo 

con el objeto que está sometido a análisis en la investigación. Esta fuente se distingue porque 

otorga una información espontánea e inmediata con el fenómeno que se está investigando  (Niño 

Ochoa, 2012). Por otro lado, las fuentes secundarias son aquellas que se identifican por ser de 

material escrito, por vía de audio o por métodos audiovisuales y que se relacionan con el objeto 

que se está indagando en la investigación (Niño Ochoa, 2012). 

FUENTES PRIMARIAS FUENTES SECUNDARIAS 

Fuente: Auxiliares de la justicia (Fiscales, jueces de 

conocimiento y jueces con función de control de 

garantías). 

Fuente: Jurisprudencia de la Corte Constitucional. 

Función que cumple: Definir la trascendencia que ha 

tenido el principio de oportunidad en el Sistema Penal 

Acusatorio en la ciudad de Cúcuta. 

Función que cumple: Examinar los procesos en los que 

se ha desarrollado el principio de oportunidad en el 

marco del Sistema Penal Acusatorio; 

Establecer la aplicación del principio de oportunidad de 

acuerdo con la causal 5 del artículo 324 de la Ley 906 

en los procesos manejados por la Fiscalía General de la 

Nación Especializada en la ciudad de Cúcuta. 
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3.5 Población y Muestra 

 

La población corresponde a determinar o fijar el total de personas que estarán vinculadas 

dentro de la aplicación de las técnicas e instrumentos que se relacionan con las fuentes primarias 

que componen a esta investigación. En este caso, se refiere a los auxiliares de la justicia 

(Fiscales, jueces de conocimiento y jueces con función de control de garantías), quienes 

definirán la trascendencia que ha tenido el principio de oportunidad frente al Sistema Penal 

Acusatorio en la ciudad de Cúcuta.  

La muestra representa una porción de la población que se estima que posee un carácter de 

representatividad; es decir, que posee las tipologías, aproximaciones y diferencias que se pueden 

hallar en la población. La muestra no se toma al azar, se hace de forma no probabilística, 

determinando los actores que darán un ángulo del fenómeno a través de una elección por 

conveniencia de quienes cumplen el rol de investigadores. 

N pequeña Población de menos de 50 individuos 

Fiscales 2 

Jueces con Función de Control de Garantías 2 

Jueces de Conocimiento 1 

Total 5 

Recomendación frente a la aplicación de la técnica e 

instrumento 

Emplear frente a las fuentes primarias lo siguiente: 

Técnica: Entrevista; 

Instrumento: Guion; 

Diseño de la técnica: Semiestructural. 

Tipo de pregunta: Abierta. 

Número de preguntas: Se sugiere un mínimo de 5. 
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3.6 Técnica e instrumentos de recolección de datos 

 

Teniendo en cuenta que las investigaciones de carácter cualitativo son descripciones 

detalladas de situaciones, eventos, personas, interacciones, conductas observabas y sus 

manifestaciones (Martínez Miguelez, 2004). Para caracterizar la aplicación que tiene el principio 

de oportunidad según el artículo 324 causal 5 del Código de Procedimiento Penal en el Sistema 

Penal Acusatorio en la ciudad de Cúcuta se persiguen varios objetivos específicos que para 

cumplirse deben estar acompañados de las técnicas e instrumentos no solo que se estimen 

pertinentes de acuerdo al paradigma interpretativo y al enfoque cualitativo, sino que procuren 

generar datos o informaciones con veracidad.  

 

 
OBJETIVOS ESPECÍFICOS TÉCNICA INSTRUMENTO 

Examinar los procesos en los que se 

ha desarrollado el principio de 

oportunidad en el marco del Sistema 

Penal Acusatorio a través de la 

jurisprudencia. 

Análisis documental Matriz de análisis jurisprudencial 

Establecer la aplicación del 

principio de oportunidad de acuerdo 

con la causal 5 del artículo 324 de la 

Ley 906 en los procesos manejados 

por la Fiscalía General de la Nación 

Especializada en la ciudad de 

Cúcuta. 

Análisis documental Matriz de análisis documental  

Definir la trascendencia que ha 

tenido el principio de oportunidad 

en el Sistema Penal Acusatorio en la 

ciudad de Cúcuta. 

Entrevista Guion 

 

El análisis documental simboliza una técnica a través de la cual se exploran materiales que 

contienen una serie de ilustraciones e informaciones que fueron obtenidas de forma periódica y 

selectiva de acuerdo a determinada realidad, con relaciones en tiempos pasados, constituyéndose 

en una exploración sin desviación considerable y de material pertinente (Hernández Sampieri, 
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2014). Al respecto, Lindlof considera que al llevarse a cabo el análisis documental se logra 

formar parte de un contexto sin pertenecer a él, se reconstruyen referencias de carácter antiguo 

que pueden dar importantes indicios y a partir de ahí se conocen las razones por la cuales 

continúa incidiendo en la actualidad de manera negativa o positiva (Lindlof, 1995). 

Para Martínez Miguelez, la entrevista se encarga de consolidar la función de resolver 

inquietudes, definir la variedad de los problemas que hay alrededor del fenómeno de estudio, 

orientar una perspectiva de causas y consecuencias, comprender las intenciones de lo que se 

emite, evidenciar el desatino, el propósito o el factor constructivo de una proposición, o recordar 

los hechos vinculantes a la situación que se revisa de forma fehaciente (Martínez Miguelez, 

2004).  
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4. RESULTADOS 

 

4.1 La aplicación del principio de oportunidad de acuerdo con la causal 5 del artículo 324 

de la ley 906 en los procesos manejados por la fiscalía general de la nación especializada en 

la ciudad de Cúcuta 

 

Para la consolidación de este primer resultado es pertinente seguir los lineamientos o el 

esquema que se encuentra influenciado desde la doctrina de Martínez Migueles, el cual plantea 

una categorización, una estructuración, una contrastación y finalmente, una teorización que 

encierra lo repasado o que tiene carácter representativo por su identificación con aquello que se 

ha recolectado, encontrando la prioridad en definir el principio de oportunidad en el sistema 

penal acusatorio, argumentado en los procesos realizados por parte de la fiscalía en sus 

respectivos delegados; debido a esto se pudo entrever mediante la aplicación de la matriz de 

análisis documental como instrumento óptimo para entender, comprender la aplicación, el 

alcance y esclarecer el uso normativo para este principio; Frente a la categorización de este 

primer resultado, se tiene que está apoyado este paso en los términos claves que se evidencian en 

la identificación de la aplicación jurídica del principio de oportunidad en el ordenamiento 

jurídico colombiano.  

El estilo literal, lógico y expresivo del análisis documental; Para respaldar estos enfoques, el 

jurisprudencial y el legislativo, se ha contado con la derivación de palabras significativas por 

medio de la identificación del documento normativo, la fecha correspondiente a su publicación o 

promulgación, su objeto o asunto, los artículos que son relevantes frente a la figura del principio 

de oportunidad, entre otros aspectos que categorías, subcategorías e ítems relacionados con la 

categorización. 
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Si bien es cierto El estado Colombia  empezó a  generar la implementación, con la entrada en 

vigencia de la ley 906 de 2004, sin generar gran expectativa sobre este principio, teniendo en 

cuenta que así con la nueva entrada del  sistema penal acusatorio dejando ver la plena imitación 

de los sistemas creados en otros países, este principio tiene como origen el sistema penal 

anglosajón y su nueva introducción al proceso penal acusatorio colombiano seguido de los 

lineamientos relevantes enmarcados por diferentes países de tradición europea como ejemplo 

Alemania que han efectuado un sistema de Oportunidad moderado; en sistema penal acusatorio 

podemos ver la pertinente verdad cuando se manifiesta que algunos Fiscales especializados 

delegados, exteriorizan la inconformidad al aplicar el principio de oportunidad a los presupuestos 

obligatorios, debido a la siguiente afirmación “llevar a cabo dicho trámite les causa un retraso o 

carga innecesaria laboralmente”, debido a que: el imputado acepte estar presente a las citaciones 

efectuadas, o no es encontrado;  en el preacuerdo el imputado no acepta la aplicación del 

principio de oportunidad; o dicha diligencia se encuentra sin intención y miedo aparente por el 

material de alguno de los posibles involucrados, también  cuando no se realiza un acuerdo; o, 

habiéndose hecho el acuerdo, el imputado no cumple con la debida reparación convenida. 

Para ello se debe conocer que el principio de oportunidad en su plena  definición en la ley 906 

de 2004, en su artículo 324 numeral 5 se encarga de establecer los primeros indicios en aras de 

promover y velar la figura Para desarrollar su objeto, esta legislación establece principios, 

medidas de protección y procedimientos; detallando la herramienta procesal, siendo un 

mecanismo como muchos contenidos en dicha norma, acostumbrando a una  sociedad, que 

intenta  influenciar  la  toma de decisiones  de los posibles imputados en un hecho en materia 

penal, en acudir al Poder Judicial para efectos de salvaguardar el bien jurídico, en esa búsqueda 

de la sanción a los responsables, apartando muchas veces, la reparación pecuniaria del daño 
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ocasionado, lo que es para algunos conocedores del derecho, el arrastrar a su poderdante a un 

complejo proceso penal. Todo lo cual repercute del  alto desconocimiento por parte de  

ciudadanía a los  alcances del principio de oportunidad. 

Mas sin embargo, las relevantes dudas que genera el principio de oportunidad no se remiten 

directamente a cada efecto en la aplicación según su naturaleza. Pero, se mantiene una de las 

grandes críticas al ya mencionado principio basándose en el temor de aquellos quienes 

consideran las decisiones finales de un caso en materia penal deben expresarse  en el proceso y 

estar siempre en conjunto de los jueces.  

Respecto a tal información, se debe afirmar que, satisfactoriamente, en un proceso penal lo 

que se pretende es fijar un delito cierto y si el imputado es o no el culpable, generando una 

condena coherente, o inocente, por lo que, estos criterios de gran proporción, son decisión 

emitida por el juzgador dentro de los parámetros permitidos por la norma y el debido proceso. 

Sin embargo, al determinar un proceso bajo el principio de oportunidad,  el fiscal no debe decidir 

al respecto sobre la responsabilidad del imputado, ni mucho menos, la imposición de una pena 

sin previo juicio. Siendo así la naturaleza del principio de oportunidad consiste, en justamente, 

en evitar que un proceso llegue a instancias judiciales. 

En dichos procesos se quebranta la presunción de inocencia y el debido proceso, lo primitivo, 

porque la diligencia del principio de oportunidad siempre presume que existan compendios 

materiales probatorios que exterioricen que la conducta punible se cometió y siendo la persona 

investigada en dos aspectos como autora o partícipe de la misma, recurriendo al procedimiento 

de solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión del objeto de investigación; el entorno  

yaciente de la figura en su totalidad es contraria, los elementos materiales lo demuestran  con la 

conducta delictiva no existente o no se constituyó, o que la indiciado no es autor o partícipe de la 
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sanción penal; porque si lo que se expresa es la imposibilidad de comenzar o continuar el 

ejercicio de la acción penal; la subsistencia de una causal que elimine la responsabilidad, de 

acuerdo con el Código Penal, la carencia del hecho investigado; la atipicidad de lo investigado, 

la ausencia de intervención del imputado en lo ocurrido. 

Por otra parte, la Sentencia correspondiente al ámbito y la competencia de la Corte 

Constitucional, la Sentencia T-673 de 2013, es valorable frente al tema debido a que representa 

un antecedente reciente acerca de la adecuación desde varios enfoques importantes tanto en la 

caracterización del sistema penal, Por tal motivo, expresa esta entidad que el principio de 

legalidad en sentido estricto, es decir, el principio de oportunidad, requiere que las conductas y 

las sanciones que configuran el tipo penal sean determinadas de forma precisa e inequívoca. 

Frente al ámbito jurisprudencial, compactado desde los conceptos de la Corte Suprema de 

Justicia y desde las nociones de la Corte Constitucional, se establecen los aspectos 

complementarios de la teorización de este resultado justificando lo siguiente: 

En cuanto a la sentencia de la Corte Suprema de Justicia, identificada del siguiente modo 

Proceso nº 36118 y correspondiente al año 2011; El análisis a fondo que realiza la Corte 

Suprema de Justicia no solo representa una denuncia y una desaprobación al trato negativo que 

han recibido históricamente una porción inmensa analiza su contenido desde varios enfoques 

importantes tanto en la caracterización del sistema penal como de la conducta punible, analiza su 

contenido desde varios enfoques importantes tanto en la caracterización del sistema penal como 

de la conducta punible.  

Y no solo se refleja en sus justificaciones para encaminar lo que finalmente toma como 

decisión, sino en analizar la situación desde un enfoque hacia el pasado para asumir la valentía y 

la voluntad para recriminar la ausencia de este tipo de normatividad. 
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Otro aspecto significativo del principio de oportunidad que describe al procedimiento de la 

cosa juzgada, Cuando la osadía de la Fiscalía de renunciar a la persecución penal, la aprobación 

en firme por parte del juez de control de garantías adquiere fuerza de cosa juzgada y no  podrá 

activar investigación reiterativamente por la misma conducta. Como ocurrencia  el caso será 

archivado sin necesidad de llegar manos al juez de conocimiento para que emita la preclusión de 

la investigación.  

Pero tampoco se puede generar una  confusión con el principio de oportunidad al momento de 

observar las causales de preclusión de la investigación, mientras que la elección de renunciar, 

suspender o interrumpir la actuación de la acción penal es ineludible que exista una pequeña  

prueba que logre demostrar la tipicidad de la conducta y de su autoría o la participación en la 

misma; los requisitos para prelucir debilitan la colocación del delito se crea un tropiezo en la 

acción penal  permitiendo iniciarse o subsistir. Así, la estructura del delito debe perdurar 

incólume para aprovechar el principio de oportunidad. Por otra parte, la preclusión de la 

indagación excluye esa disposición.  

Entonces, al momento de dirigirse a la extinción de la sanción penal por medio de la 

aplicación del Principio de Oportunidad no corre con la suerte del resto de las causales de 

extinción que pretenden la preclusión en presencia del Juez de Conocimiento, y siendo de amplia 

lógica dicha apreciación, en medida, que repetidamente se ha  hecho alusivo en esta exposición, 

quien debe realizar el control el correcto de legalidad en la aplicación del Principio de 

Oportunidad debe ser el Juez con Funciones de control de Garantías y una vez se afirme, no es 

competencia del Juez de conocimiento hacer pronunciamiento respectivo, convirtiéndose así, el 

auto que concluye la investigación en un simple auto de procedimiento que puede finiquitar y 

ordenar el archivo, exigido por la autoridad competente. 
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Las causales para prelucir una investigación son sustancialmente distintas de las que se exigen 

para obtener el principio de oportunidad. Así mismo, la preclusión de la investigación 

únicamente puede ser obtenida por el juez de conocimiento; mientras que la aplicación del 

principio de oportunidad se encuentra bajo el control de legalidad del juez con función de 

garantías. Esto lo reafirmó la Corte Constitucional en sentencias T-672 de 2013. 

Las prácticas transcritas se sujetan a normas procesales con efectos sustanciales en la órbita 

en los derechos inclinados hacia la verdad, la justicia y la debida reparación de las víctimas, de 

mayor relevancia al momento de aplicarse el principio de oportunidad penal. Por tanto, no debe 

permitir el considerar como escuetas cada disposición sin referencia a dicho principio. 

Es entendible que un mecanismo técnicamente nuevo entre un sistema penal acusatorio, como 

el principio de oportunidad, genere gran  incertidumbre por la manera en que podría ser ejercido, 

ya que su inoportuna utilización puede transcribirse en equivocados recomendaciones a la 

opinión pública. Sin embargo, esa intranquilidad no se debe permitir llegar a la desnaturalización 

de esta herramienta; así que junto a una considerable regulación legal de las conjeturas en las que 

alcanza a ser aplicado, debe concederse a la Fiscalía en su amplio borde de libertad en su 

manejo. Mientras se refleja en el abandono de la recurrente idea de que el aparto juzgador no se 

encuentra en sus amplias capacidades intelectuales para cosas como el control a los funcionarios 

del Estado y empezar a designar en casos como lo es correctamente el principio de oportunidad; 

siendo necesario otorgar a la Fiscalía específicamente a sus delegados especializados la  

coherente discrecionalidad en el ámbito de aplicación. 

Considerados los anteriores contenidos normativos, doctrinales y jurisprudenciales 

alcanzando a establecer que en el Estado colombiano no se ha instituido en una política criminal 

que obtenga una asertiva aplicación del principio de oportunidad, por el cual su finalidad 
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exclusivamente ha orientado a la descongestión veraz y eficaz de cada despacho judicial 

concibiendo una posible eficiencia judicial, dejando atrás por completo las garantías y derechos 

mínimos que deben obtener la víctima al proceso penal. 

 

4.2 Los procesos en los que se ha desarrollado el principio de oportunidad en el marco del 

sistema penal acusatorio a través de la jurisprudencia 

 

Como previamente se expresa en la Constitución, lo que se manifiesta siendo un gran 

propósito del Estado en evacuar de manera efectiva las inconformidades  originadas por las 

relaciones sociales de los ciudadanos ajenas a la efectividad del Estado e inclinarse por la 

satisfacción del interés general; también como se menciona en la supra norma, manifestando lo 

siguiente república democrática, participativa y pluralista, y esto induce a que se pretenda,  

porque la sociedad y los ciudadanos en general participen en la ejecución y la planeación de las 

políticas y las instituciones en general del Estado. Por otra parte, el Estado tiene la oportunidad 

de ser partícipe a la integración de la comunidad internacional y mantener la vigencia del 

derecho internacional, desde luego, la Constitución sostiene que los derechos  fundamentales del 

Estado deben ser conformes al bloque constitucionalidad y  los demás tratados internacionales 

sobre los derechos humanos que vinculan a Colombia; demostrando de esta forma que las 

actividades más relevantes y fundamentales del Estado no se pueden desconocer,  ni trasgredir  

los tratados internacionales  que vinculen los derechos humanos, ya que estos tratados mantienen 

un límites infranqueables que no puede desmedir  la actividad del Estado; Considerando en 

materia procesal y en el caso concreto, que el proceso penal debe estar conectado en todas sus 

instituciones por cada uno de los  principios y valores que impulsen y en ese sentido verse 

reflejado en el  Estado como el colombiano, en materia del proceso penal  donde no se puede 
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ceñir especialmente al principio de legalidad en su amplitud y pretender por una solución de 

conflictos sociales que puede generar un delito;  el interés general y la participación de toda la 

comunidad y de sus ciudadanos  para cumplir estos fines siendo necesario en ciertos casos el 

renunciar al ejercicio de una  acción penal y a la complejidad en cuanto a su legalidad y hallar 

una respuesta alternativa al conflicto, esto se logra con la debida aplicación del principio de 

oportunidad. 

En este sentido, el marco social y democrático del estado en aras de mantener un derecho 

abierto a la globalización, el principio de oportunidad, definido por la corte como una institución 

procesal que busca sancionar y lograr alcanzar en su profundidad el punto máximo de 

delincuencia y participación coercitiva del aparato judicial del estado.  

En materia del principio de oportunidad se debe sujetar al menos a las exigencias que 

imponen las normas constitucionales. Las cuales de ellas debemos resaltar lo siguiente: Artículo 

250. Siendo la Fiscalía General de la Nación quien está obligada en adelantar el ejercicio de la 

acción penal y poder realizar la debida investigación de los hechos pertinentes, que revistan cada 

una de las características del delito que lleguen a su conocimiento por medio de la denuncia, 

también por medio de  petición especial, querella o de manera oficiosa, siempre y cuando se 

logre mediar los suficientes motivos y circunstancias fácticas que dirijan la posible existencia del 

mismo. Pero, No se podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni llega a la renunciar de la 

persecución penal, salvo en los casos que por derecho los establezca la ley para la asertiva 

aplicación del principio de oportunidad  siendo regulado dentro del marco de la política criminal 

del Estado, por medio del cual estará sometido al control del principio de legalidad por parte del 

juez que este ejercicio de las funciones de control y garantías. 
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De lo ya argumentado hasta el momento, conviene mencionar la siguiente premisa del 

principio de oportunidad encontrando que del tema en concreto, no está consagrado en la 

Constitución como aquella alternativa de gran proporción en el deber de seguir los delitos. 

Siendo así el cumplimiento de observar que el artículo 250 no se encuentra redactado de manera 

que permita su comprender directo al principio de oportunidad sino como una excepción que 

advierte a la Fiscalía como le encargado de ser el acusador, citando lo siguiente directamente de 

la norma “no podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, 

salvo en los casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad”, según lo 

dictaminado por la supra norma esto no demuestra que la aplicación del principio de oportunidad 

sea aquella alternativa excepcional. Si el legislador hubiera querido implantar el principio de 

oportunidad como aquella excepción a la legalidad, lo hubiera decretado de esa manera y no 

expresando con claridad, pero no se demostró de la manera específica sino a términos generales, 

por lo tanto no hay motivos para pensar que es de aplicación amplia y general. Además de esto, 

el tipo de Estado que caracteriza a Colombia (social, democrático, participativo y pluralista) 

explica que la aplicación del principio de oportunidad en la acción penal es una mera necesidad y 

no una excepción como se trata de plantear y se indicó anteriormente, con el principio de 

oportunidad se pueden alcanzar fines que no se pretenden satisfacer eficientemente con la 

imposición de una pena condenatoria. 

Entonces, el principio de oportunidad debe ser objeto de control judicial para conseguir 

asegurar el correcto cumplimiento del debido proceso e Ir en contra de lo que dispone la ley, 

teniendo como prioridad los derechos de las víctimas, que se adopte en lo posible y de manera 

razonable al derecho sustancial y  con los fines del derecho penal y del proceso penal, que no 
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entorpezca la justicia y se pueda garantizar  la medida de lo posible y como última instancia la 

acción de tutela judicial efectiva. 

Sin embargo la regulación que tiene como principio de oportunidad en la Constitución, 

aparece una norma de carácter nacional siendo la Ley 906 de 2004 prevé las causales por las 

cuales es procedente el principio de oportunidad (artículo 324), también sus modalidades 

(interrupción, suspensión y renuncia de acción penal), se puede observar las condiciones que 

debe cumplir el indiciado en los procesos que se suspenda la acción penal (artículo 326) e 

imponer que el principio de oportunidad esté ligado a la regulación que dicte la Fiscalía General 

de la Nación, por el cual para saber la forma en que funciona es necesario referirnos al código de 

procedimiento penal y la reglamentación de la Fiscalía.  

Considerando que sin importar la Constitución prevé un marco institucional para la aplicación 

del principio de oportunidad  y no se tenga como una excepción, encontrando  la ley que tiene 

una regulación como si fuera de gran valor jurídico, pues autoriza a los fiscales de obtener el 

conocimiento a aplicar directamente el principio de oportunidad en los delitos con pena máxima 

e inferior a seis años de prisión, también se puede excluir de esa garantía en los delitos con pena 

máxima superior a seis años de prisión, siendo así, en los únicos con plena exclusividad para 

realizar la práctica permitiéndole a la Fiscalía.  

Además de ello, es restringido en el principio de oportunidad a una de sus causales de manera 

más precisa en la práctica impide que se ceñir a un gran número de delitos que podrán llegar a 

resolverse de forma eficaz, siempre y cuando se esté  aplicando el principio de oportunidad.  

Observando la imposibilidad  de lograr explicar la aplicación del principio de oportunidad sin 

tener que remitirse en la manera como la Fiscalía General ha preceptuado el tema Por último, 

para las circunstancias donde los delitos se sancionen con la pena privativa de la libertad y que se 
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exceden en el límite los máximos de seis años, el Fiscal General en su capacidad podrá designar 

un delegado de carácter especial de la Unidad Delegada ante el Tribunal Superior para su debida 

aplicación del principio de oportunidad. Con lo anterior los numerales ya mencionados, el Fiscal 

podrá hacer uso de su total facultad en el procedimiento de sustitución ante de la Unidad 

Delegada en presencia de la Corte Suprema de Justicia para la aplicación del principio en los 

casos que sean de única competencia de las Unidades Nacionales de Fiscalía. 

Ante la claridad de la fundamentación mínima del principio de oportunidad, se pretende a 

enunciar herramientas de mejora para este principio se pueda entender como un mandato de 

optimización y una mecanismo político-criminal que necesita de una abundante aplicación; en 

especial, para tener la aplicación de una forma más fluida y sin contra tiempos en el principio de 

oportunidad. 

Para alcanzar un mayor posicionamiento institucional la Fiscalía debe imponer a todos los 

fiscales de conocimiento el estricto deber al presentar un informe manera trimestral o semestral 

ante el Fiscal Delegado y como garante el Tribunal y al Ministerio Público sobre la objetiva 

aplicación del principio de oportunidad. Suspendiendo el término de prescripción en el  momento 

de iniciar el trámite correcto y el procedimiento que aprueba el principio de oportunidad para que 

los fiscales no tengan inseguridad procedimental de tramitar un principio de oportunidad sin 

tener que incurrir en prescripciones penales y no desincentiven la práctica de este proceder. 

No permitiendo dimitir de lado, que existen ciertas limitaciones en el poder, cuando se genera 

una disposición ya que sin detrimento de lo anterior, la acción penal es un asunto de beneficio 

público y que como tal, del ejercicio de su poder a disposición por parte de la Fiscalía General de 

la Nación, aunque sea prudencial, debe estar debidamente delimitado y controlado de forma 
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interna como externamente, para que no ocurra en una potestad abusiva y arbitraria por quienes 

la arrebatan. 

De lo anterior se puede observar, que la aplicabilidad del principio de oportunidad deriva 

directamente de la facultad discrecional de la Fiscalía General de la Nación; sin embargo, el 

principio de oportunidad y los preacuerdos, como herramientas de disposición de la acción penal, 

se suplen con motivaciones, límites y controles adecuados, el cual efectúa un alejamiento de la 

arbitrariedad. Sin embargo, tampoco manifiestan  las características de las actividades en gran 

parte regladas, debido a cada caso concreto hay cierta multiplicidad de opciones jurídicamente 

viables para su aplicación por parte de la Fiscalía, pero, no hay “unidad de solución justa”, sino 

diferentes opciones igualmente equilibradas o viables desde el punto de vista jurídico cuya 

selección viene a ser cumplida por juicios de utilidad, beneficio, eficacia o efectividad, ajustados 

por los intereses y finalidades de la política criminal del Estado. Siendo un sector de la doctrina 

que opina que el principio de Oportunidad finaliza con la hipocresía del Estado, sostenido en el 

principio de Legalidad, asegurando perseguir cada uno de los delitos, cuando en una realidad se 

agrupaba en aquellos que no afligieran los intereses económicos o políticos. 

En las sentencias objeto de estudio y de investigación muestra que sin duda alguna, el 

principio de oportunidad sería en aquel tiempo una forma de aceptar que el Estado es de cierto 

modo incapaz de perseguir en un plano general las conductas criminales y se podría evitar una 

selección arbitraria que se efectuaría en el sistema judicial, al vislumbrar expresamente los casos 

en el que un estado renuncia a la persecución de la acción penal, pero, el principio de 

oportunidad salvaguarda en su esencia misma aquel fundamento que podría igualmente tacharse 

de beatona o al menos contradictorio. De cierto modo, el Estado criminaliza un orden de 

conductas encontradas en el Código Penal y posteriormente realza todas las penas; de otro, 
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descriminaliza esas mismas conductas en el también Código de Procedimiento Penal por tal 

situación deja la impresión que se anhela engañar al ciudadano, permitiéndole creer que las leyes 

en el ámbito penal la condena seria efectivamente juzgada por el Estado. 

Por último, el conceder la renuncia al seguimiento penal de personas que hubieran sido 

movilizadas forzosamente desde niños, por los distintos grupos de crimen organizado, afectando 

de forma psicológica y psiquiátricamente por el ambiente de violencia o siendo formado en 

condiciones de maltrato continuo, descuido familiar y resentimiento social para proporcionarles 

el trato más humano y terapéutico e incentivar de un modo más eficaz la función de toda 

prevención especial que también se busca en el derecho penal. 

 

4.3 Definir la trascendencia que ha tenido el principio de oportunidad en el Sistema Penal 

Acusatorio en la ciudad de Cúcuta 

 

Teniendo en cuenta que para la materialización de este resultado se requiere de una 

terminología clave, esta surge a partir de la aplicación de las entrevistas, las cuales al 

corresponder a una técnica cuentan con el apoyo de un guion como instrumento, el cual está 

fundamentado en preguntas abiertas que están apoyadas en ítems que miden la pertinencia de la 

Fiscalía General de la Nación basándose en la implementación del principio de oportunidad 

frente a los grupos criminales, práctica judicial por parte de la Fiscalía General de la Nación 

dentro de la normatividad existente, filtros de la Fiscalía General de la Nación para ejercer y 

negociar el principio de oportunidad con los grupos criminales, la evaluación del principio de 

oportunidad de acuerdo con la normatividad, el análisis de fiscales especializados sobre el 

principio de oportunidad referente a su procedimiento y ejecución, la viabilidad del principio de 
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oportunidad como instrumento de desarticulación de bandas criminales, junto con la aplicación y 

repercusión del artículo 324 para el Sistema Penal Acusatorio.   

Con base a lo anterior, que es el camino inicial de las palabras claves que dan origen a otras y, 

por supuesto, a la naturaleza de este resultado, se vincula una etapa donde se estructurará y se 

contrastará el análisis interpretativo que se les ha aplicado a los Fiscales que respondieron a las 

preguntas abiertas que diagnostican el principio de oportunidad, los cuales cumplen funciones 

especializadas, de lucha contra el crimen organizado, y enunciaron lo siguiente. Inicialmente, se 

presentará el concepto de los Fiscales Especializados, que son Aura Nubia Martínez Patiño y 

Pedro Iván Contreras Mejía. Posteriormente, se vinculará el criterio de Marco Badillo Osma, 

quien posee un vínculo más cercano en la batalla contra las estructuras delictivas. 

Con respecto a lo ofrecido por los Fiscales Especializados, se ha recolectado y se tiene como 

parte de este tercer resultado lo siguiente: 

A) Con base a la primera consulta, la cual está enfocada en el filtro que posee la Fiscalía General de 

la Nación para ejercer y negociar  el principio de oportunidad con los grupos criminales, de Aura 

Nubia Martínez Patiño, Fiscal 1 Especializada de la ciudad de Cúcuta, se tienen que su primer 

apunte está basado en destacar las facultades que constitucionalmente se le han conferido a la 

Fiscalía General de la Nación como ente encargado de la persecución penal. A partir de este 

precepto, cuya importancia es innegable, emergen los demás recursos normativos que finalmente 

deben ser valorados por las figuras que destaca que son el fiscal de conocimiento, el despacho 

del Fiscal General de la Nación o los fiscales delegados ante el Tribunal, los Jueces de Control 

de Garantías y los representantes de víctimas en su oportunidad procesal.  

Por otra parte, para Pedro Iván Contreras Duque, Fiscal 7 Especializado de la ciudad de Cúcuta, 

hay una responsabilidad intrínseca y exclusiva en el ente encargado de la persecución penal; es 
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decir, la Fiscalía General de la Nación, al ser el ente encargado de velar y aplicar el principio de 

oportunidad, debe reglamentar su utilidad y a través del comité especializado en esta figura 

determinar la viabilidad de las peticiones de los fiscales delegados para hacer uso de este 

principio. Así mismo, se interpreta que no solo depende de este comité lo referente a la 

aplicación del principio de oportunidad sino también de lo que evalúe y dictamine un juez en el 

curso de un proceso. Sostiene esta complementación en cuanto a filtros para la aplicación del 

principio de oportunidad. 

B) Con base a la segunda consulta, la cual mide el principio de oportunidad dentro de la 

normatividad en cuanto a si está bien estipulada o no, Aura Nubia Martínez Patiño, Fiscal 1 

Especializada de la ciudad de Cúcuta, estima que el principio de oportunidad se encuentra 

correctamente diseñado dentro del contexto normativo. Su reproche frente a esta figura se da, 

principalmente en la praxis, considerando que esta ha sido la forma de percatarse que hay 

aspectos específicos que aún no se encuentran fehacientemente establecidos. Ahí se refiere a 

reforzar lo concerniente a los deberes y derechos del testigo de cargo, la noción de inmunidad 

desde un enfoque parcial o total, las medidas que se deben adoptar para garantizar el 

cumplimiento de las obligaciones adquiridas por el imputado o acusado a raíz de la postulación a 

ser aspirante al principio de oportunidad.   

Por otra parte, para Pedro Iván Contreras Duque, Fiscal 7 Especializado de la ciudad de Cúcuta, 

el principio de oportunidad está bien estipulado en la normatividad y dejan clara evidencia de la 

influencia que recibe de la normatividad internacional. El principio de oportunidad, desde lo 

teórico, es la gran alternativa con la que cuenta la Fiscalía General de la Nación para 

contrarrestar aquellos elementos materiales probatorios y evidencia física que es compleja 

conseguir. 
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C) En cuanto a la tercera consulta, la cual está enfocada en determinar si ha utilizado el principio de 

oportunidad, de medir su experiencia con esta figura de la legislación penal, Aura Nubia 

Martínez Patiño, Fiscal 1 Especializada de la ciudad de Cúcuta, posee experiencia en este 

aspecto desde hace 5 años, pero recuerda de forma especial que el momento donde más hincapié 

y utilidad le sacó al principio de oportunidad fue en un caso de amplia repercusión en la ciudad 

de Cúcuta, el cual se relacionó con el tráfico, porte o fabricación de estupefacientes y donde 

estuvieron inmiscuidos miembros de la Policía Nacional. Uno de estos fue quien finalmente 

otorgó la información precisa para desarticular la organización criminal y esto le otorgó la buena 

experiencia a esta Fiscal, que habla de la eficiencia del principio de oportunidad para este caso.  

Por otra parte, Pedro Iván Contreras Duque, Fiscal 7 Especializado de la ciudad de Cúcuta, no ha 

hecho uso del principio de oportunidad, aunque fue persistente en una época con esta figura del 

ámbito penal, debido a que las buenas intenciones de aplicabilidad para otorgarle un mejor 

rumbo al caso penal se ven contrastadas con lo que califica como falta de agilidad por parte del 

comité especial, filtro dela Fiscalía General de la Nación, para dar su veredicto. Esta situación 

terminó desembocando en que prefiera prescindir de solicitar el principio de oportunidad a 

someterse a una larga espera para la aprobación del comité especial.  

D) En cuanto a la cuarta consulta, la cual mide el principio de oportunidad desde ser una 

herramienta de celeridad en el proceso penal, Aura Nubia Martínez Patiño, Fiscal 1 

Especializada de la ciudad de Cúcuta, estima que aún no ha logrado consolidarse en ese sentido. 

La falta de eficacia plena y de aceleración para el proceso penal radica en que hay unos tiempos 

ya estipulados e inamovibles, pero sí se puede reforzar o corregir lo referente a los filtros, ya que 

la extrema rigurosidad dentro del contexto de la Fiscalía General de la Nación hace que el acceso 

al principio de oportunidad sea escaso. 
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Por otra parte, para Pedro Iván Contreras Duque, Fiscal 7 Especializado de la ciudad de Cúcuta, 

la aplicación del principio de oportunidad es indudablemente una forma de abreviar el proceso 

penal. Recuerda que el principio de oportunidad junto con los preacuerdos, los allanamientos, los 

métodos alternativos de solución de conflictos, conlleva a una celeridad en los procesos.   

E) En cuanto a la quinta consulta, relacionada con la contundencia del principio de oportunidad en 

la desarticulación de estructuras criminales, Aura Nubia Martínez Patiño, Fiscal 1 Especializada 

de la ciudad de Cúcuta, considera que en teoría y de acuerdo a la influencia que la normatividad 

de otros países ha establecido en la colombiana, debería ser de ese modo. Sin embargo, para esta 

funcionaria, la determinación de las circunstancias de modo, tiempo y lugar o el ‘modus 

operandi’ de estas organizaciones criminales no es tan sencillo de conocer y ahí es donde se le 

debe dar mayor valor y menos obstáculos a la aplicación del principio de oportunidad. 

Por otra parte, para Pedro Iván Contreras Duque, Fiscal 7 Especializado de la ciudad de Cúcuta, 

esta consulta se debe mirar más hacia el beneficio y la repercusión que tiene para la sociedad. 

Considera que cualquier instrumento que conlleve a un beneficio para la sociedad en la 

consecución de resultados sobre la criminalidad reportan indudablemente una ganancia. 

F) En cuanto a la sexta consulta, la cual tiene como propósito dar un aporte sobre los resultados 

generales en cuanto a la aplicación del principio de oportunidad, Aura Nubia Martínez Patiño, 

Fiscal 1 Especializada de la ciudad de Cúcuta, considera que la presencia de requisitos para 

acceder al principio de oportunidad, los cuales acusan falta de agilidad y una exagerada 

rigurosidad, hacen que cuantitativamente esta figura jurídica no refleje una estadística de uso y 

éxito como debería tenerla. Cosa que sí ocurre con otros mecanismos como lo son los 

preacuerdos y las conciliaciones. 
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Por otra parte, para Pedro Iván Contreras Duque, Fiscal 7 Especializado de la ciudad de Cúcuta, 

la aplicación del principio de oportunidad, a su manera, ha traído beneficios. Al respecto, añade 

que si usted hace una encuesta entre todos los fiscales delegados de la ciudad de Cúcuta, puedo 

decirle que será más o menos el 2% o el 3% que lo aplique. Y lo aplica, no porque la Fiscalía 

General de la Nación no haya dado las herramientas, lo aplica precisamente porque el control 

es tan estricto que inclusive en algunos casos la única persona autorizada para aplicar el 

principio de oportunidad es el Fiscal General de la Nación o su delegado. Ese control tan 

estricto impide que el Fiscal no haga los esfuerzos necesarios para la aplicación del principio 

de oportunidad y muchas veces por no aplicarse, la Fiscalía se ve imposibilitada para recaudar 

elementos materiales probatorios y finalmente un proceso que debió haber terminado en una 

condena gracias a un principio de oportunidad, termina en absolución porque la Fiscalía no 

pudo recaudar los elementos; máxime, en bandas criminales tan bien organizadas que impiden 

la consecución de cualquier elemento que sirva como prueba posteriormente en el juicio.  

Finalmente, y con respecto a Marco Badillo Osma, quien posee un vínculo más cercano con la 

lucha contra las organizaciones o estructuras criminales en el departamento, se ha obtenido y es 

parte de este resultado lo siguiente: 

A) Con base a la primera consulta, la cual está enfocada en el filtro que posee la Fiscalía General de 

la Nación para ejercer y negociar  el principio de oportunidad con los grupos criminales, Marco 

Badillo Osma, Fiscal 126 Especializado contra el Crimen Organizado en Norte de Santander, 

expresa que la Fiscalía General de la Nación es el ente que posee mayor exigencia en este 

aspecto, ya que no solo cuenta con un respaldo normativo surtido desde la legislación penal sino 

también desde la norma de normas, desde la Constitución Política de 1991. Y en cuanto a filtros, 

recuerda que hay causales que son exclusivas del señor Fiscal General de la Nación, otras que 



65 
 

son del Vicefiscal General de la Nación. Otras causales tienen un trámite interno que es con el 

equipo del Principio de Oportunidad de la Fiscalía General de la Nación y en las cuales se 

verifica el cumplimiento de los requisitos constitucionales y legales, y se da un concepto 

favorable o desfavorable a la aplicación del principio. Y otro filtro, que es más constitucional 

que legal, que es con el Juez con Función de Control de Garantías quien resuelve o no si se 

aplica el principio de oportunidad en alguna de sus modalidades. 

B) Con base a la segunda consulta, la cual mide el principio de oportunidad dentro de la 

normatividad en cuanto a si está bien estipulada o no, Marco Badillo Osma, Fiscal 126 

Especializado contra el Crimen Organizado en Norte de Santander, expresa que sí se encuentra 

contemplado de forma correcta, ya que se comprende cuál es su fin y cuál es su relevancia, ya 

que se entiende que tiene una importancia superior dado que las actividades investigativas 

tendientes a desarticular organizaciones tienen muchísimas dificultades y quien tenga 

conocimiento de la estructura completa de la organización, su conocimiento será importante 

para la investigación y con ello poder proceder a la desarticulación. 

C) En cuanto a la tercera consulta, la cual está enfocada en determinar si ha utilizado el principio de 

oportunidad, de medir su experiencia con esta figura de la legislación penal, Marco Badillo 

Osma, Fiscal 126 Especializado contra el Crimen Organizado en Norte de Santander, expresa 

que ha hecho uso de este elemento jurídico y que guarda gratos recuerdos de las veces en que lo 

aplicó, ya que le resultó efectivo. Principalmente, al hacer uso del artículo 324  de la Ley 906 de 

2004, sus experiencias se han radicado en la aplicación del numeral 4, el cual consagra que 

cuando el imputado o acusado, hasta antes de iniciarse la audiencia de juzgamiento, colabore 

eficazmente para evitar que el delito continúe ejecutándose, o que se realicen otros, o cuando 

suministre información eficaz para la desarticulación de bandas de delincuencia organizada, y 
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el numeral 5, el cual estipula que Cuando el imputado o acusado, hasta antes de iniciarse la 

audiencia de juzgamiento, se compromete a servir como testigo de cargo contra los demás 

procesados, bajo inmunidad total o parcial. En el caso de la aplicación del numeral 5 del artículo 

324 de la Ley 906 de 2004, se debe tener en cuenta que los efectos de la aplicación del principio 

de oportunidad quedarán en suspenso respecto del procesado testigo hasta cuando cumpla con 

el compromiso de declarar. Si concluida la audiencia de juzgamiento no lo hubiere hecho, se 

revocará el beneficio. 

D) En cuanto a la cuarta consulta, la cual mide el principio de oportunidad desde ser una 

herramienta de celeridad en el proceso penal, Marco Badillo Osma, Fiscal 126 Especializado 

contra el Crimen Organizado en Norte de Santander, expresa que así lo es, que el principio de 

oportunidad en su esencia de desarticular y contrarrestar la acción de las organizaciones 

criminales, es una herramienta que puede apoyar en la reducción del procedimiento penal.  

E) En cuanto a la quinta consulta, relacionada con la contundencia del principio de oportunidad en 

la desarticulación de estructuras criminales, Marco Badillo Osma, Fiscal 126 Especializado 

contra el Crimen Organizado en Norte de Santander, expresa desaprobación y ante ello sostiene 

que hay aspectos que aún no se encuentran correctamente delimitados. Así mismo, se destaca 

que estima que tendría que regularse de tal manera que internamente no sea tan compleja la 

ejecución; incluso, a veces resulta siendo más compleja que una terminación ordinaria del 

proceso siendo terminación anticipada. 

F) En cuanto a la sexta consulta, la cual tiene como propósito dar un aporte sobre los resultados 

generales en cuanto a la aplicación del principio de oportunidad, Marco Badillo Osma, Fiscal 

126 Especializado contra el Crimen Organizado en Norte de Santander, expresa que para que 

haya una aplicación acorde con la razón de existir de la figura del principio de oportunidad y 
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para específicamente desarticular organizaciones criminales falta mucho. Hay mucho camino 

que recorrer, hay que precisar un montón de conceptos, hay que cambiar la mentalidad de los 

operadores jurídicos para que se entienda que es posible suspender o prescindir de la pretensión 

penal, de la acción penal, por el beneficio del principio de oportunidad. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



68 
 

5. DISCUSIÓN 

 

Para encaminar el propósito general de este proyecto de investigación, el cual está 

representado en caracterizar la aplicación que tiene el principio de oportunidad en el Distrito 

Judicial de Cúcuta, se ha optado por seguir unos pasos que han sido guiados por llevar a cabo la 

examinación de los procesos en los que se ha desarrollado el principio de oportunidad en el 

marco del Sistema Penal Acusatorio en la ciudad de Cúcuta, el establecimiento de la aplicación 

del principio de oportunidad de acuerdo con la causal 5 del artículo 324 de la Ley 906 de 2004 

en los procesos manejados por la Fiscalía General de la Nación Especializada en la ciudad de 

Cúcuta y profundizar en  la trascendencia que ha tenido el principio de oportunidad en el Sistema 

Penal Acusatorio en la ciudad de Cúcuta. Indudablemente, el primer y segundo paso en este 

camino de caracterizar el principio de oportunidad en Cúcuta está fundamentado desde fuentes 

secundarias que de cierto modo otorgan nociones del tema, pero que están basadas más en 

situaciones antiguas. De ahí que, aunque se considere que claramente hay una relación entre 

todos los objetivos específicos, se estime que el último sea el de mayor valor, puesto que 

diagnostica la aplicación del principio de oportunidad en esta región; es decir, que a través de la 

aplicación de la entrevista, de esta técnica, a fuentes primarias, a Fiscales que conocen 

idóneamente la situación de este principio en el distrito judicial estudiado, se determinan 

muchísimos aspectos que apoyan o direccionan la pregunta-problema del presente estudio. 

Es importante tener en cuenta que dentro de los hallazgos que se reflejan en los resultados, la 

herramienta jurídica más importante se expresa por medio de la Ley 906 de 2004, la cual rige el 

Sistema Penal Acusatorio. Dentro de esta normatividad, altamente influenciable para esta 

investigación, se encuentra el principio de oportunidad, el cual se encuentra establecido y 
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regulado en el Título V de la Ley 906 de 2004. Dentro de ese Título V se encuentra el artículo 

324, el cual establece las causales del principio de oportunidad  y se destaca la más atinente a 

este estudio: se trata del numeral 5 de este artículo, el cual consagra que el principio de 

oportunidad se aplicará cuando el imputado colabore eficazmente para evitar que continúe el 

delito o se realicen otros, o aporte información esencial para la desarticulación de bandas de 

delincuencia organizada.  

Así mismo, se ha establecido en el repaso de los objetivos específicos iniciales que el numeral 

6 del artículo en cuestión también es pieza importante para la comprensión de lo que se consolida 

en los resultados. Este numeral establece que el principio de oportunidad se aplicará, igualmente, 

cuando el imputado sirva como testigo principal de cargo contra los demás intervinientes, y su 

declaración en la causa contra ellos se haga bajo inmunidad total o parcial. En este caso los 

efectos de la aplicación del principio de oportunidad serán revocados si la persona beneficiada 

con el mismo incumple con la obligación que la motivó. Pero más allá de estos aspectos, los 

cuales son de innegable valor para las comprensiones iniciales de este proyecto, lo más 

destacable en la comprensión del objetivo general es otorgarle un sentido, un diagnóstico a la 

formulación del problema, la cual plantea lo siguiente: ¿Cuál es la aplicación del principio de 

oportunidad en el Distrito Judicial de San José de Cúcuta? 

En el distrito judicial de Cúcuta hay un escenario impreciso y de sentimientos divididos en 

cuanto al juicio y la valoración del principio de oportunidad. Esto se presenta porque, aunque se 

reconoce que es una alternativa interesantísima en aras de desarticular o desvertebrar 

organizaciones criminales a cuya información o ‘modus operandi’, es complejo de acceder. Aún 

no ha alcanzado la utilidad ni la dinámica que debería tener según los administradores de 

justicia; principalmente, desde la óptica de los funcionarios de la Fiscalía General de la Nación, 
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quienes reflejan intolerancia o expresan resignación frente al actuar extremadamente riguroso y a 

veces tedioso del comité especial que está encargado de este principio dentro de la estructura de 

trabajo del ente encargado de la persecución penal. Estos auxiliares del sistema judicial revelan 

un reproche frente a la relación inversamente proporcional que hay entre las solicitudes 

realizadas para la aplicación del principio de oportunidad y las que finalmente fueron aprobadas 

por el comité especial que se encarga de decidir sobre la utilización de esta figura por parte de 

fiscales delegados. Es más, la relación inversamente proporcional también se evidencia en los 

años que han pasado y los pocos casos donde finalmente los numerales 4 y el numeral 5 del 

artículo 324 de la Ley 906 de 2004 encontraron su protagonismo o su utilidad en el distrito 

judicial de Cúcuta.  

Por tal razón, funcionarios como Marco Badillo Osma, Fiscal 126 Especializado contra el 

Crimen Organizado en Norte de Santander, sostengan que para que haya una aplicación acorde 

con la razón de existir de la figura del principio de oportunidad y para específicamente 

desarticular organizaciones criminales falta mucho. Hay mucho camino que recorrer, hay que 

precisar un montón de conceptos, hay que cambiar la mentalidad de los operadores jurídicos para 

que se entienda que es posible suspender o prescindir de la pretensión penal, de la acción penal, 

por el beneficio del principio de oportunidad. O en el caso de Pedro Iván Contreras Duque, 

Fiscal 7 Especializado de la ciudad de Cúcuta, quien estima que si usted hace una encuesta entre 

todos los fiscales delegados de la ciudad de Cúcuta, puedo decirle que será más o menos el 2% o 

el 3% que lo aplique. Y lo aplica, no porque la Fiscalía General de la Nación no haya dado las 

herramientas, lo aplica precisamente porque el control es tan estricto que inclusive en algunos 

casos la única persona autorizada para aplicar el principio de oportunidad es el Fiscal General de 

la Nación o su delegado. Ese control tan estricto impide que el Fiscal no haga los esfuerzos 
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necesarios para la aplicación del principio de oportunidad y muchas veces por no aplicarse, la 

Fiscalía se ve imposibilitada para recaudar elementos materiales probatorios y finalmente un 

proceso que debió haber terminado en una condena gracias a un principio de oportunidad, 

termina en absolución porque la Fiscalía no pudo recaudar los elementos; máxime, en bandas 

criminales tan bien organizadas que impiden la consecución de cualquier elemento que sirva 

como prueba posteriormente en el juicio. 

 

  



72 
 

6. CONCLUSIONES 

 

Después de realizar la presente investigación se puede afirmar que el poco uso  efectivo de la 

norma en su aplicación y alcance, encontrándose demostrado en la jurisprudencia proferida por 

la corte, debido a la ineficacia, complejidad de uso y requisito para concederse este principio que 

en su contenido se expresa como un mecanismo de agilidad y veracidad al momento de crear una 

mayor sanción y utilización de la acción penal contenidas en el código de procedimiento penal y 

la constitución, limitando al órgano del estado encargado de llevar este principio a su correcta 

utilidad y manifestando que dicho principio genera una carga laboral y un detrimento de los 

procesos cuando se solicita su aplicación; dejando en estado de vulnerabilidad a aquella persona 

(imputado) que accede a la realización de principio en mención. 

Debido a esto se puede encontrar la falta de existencia de estos tipos de procesos; de lo ya 

mencionado hasta el momento, cabe resaltar la siguiente premisa del principio de oportunidad 

encontrando que del tema en concreto, observando que no se encuentra consagrado en la 

Constitución como aquella alternativa de gran excepción en la obligación de seguir los delitos. 

Siendo así el cumplimiento de encontrar que el artículo 250 no se encuentra redactado de manera 

que permita su comprender directo al principio de oportunidad sino como una excepción que 

advierte a la Fiscalía como le encargado de ser el acusador, citando lo siguiente directamente de 

la norma “no podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, 

salvo en los casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad”, según lo 

dictaminado por la supra norma esto no demuestra que la aplicación del principio de oportunidad 

sea aquella alternativa excepcional. 
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Desde el ámbito constitucional ha generado gran controversia por el hecho de la 

desafortunada explicación, el desconocimiento especifico, vulneración de los bienes jurídicos, en 

controversia con demás normas; Sin desdeñar la actual dependencia jerárquica dentro de la 

institución, se viene proponiendo por parte del estado la garantía del control judicial en la 

investigación  realizada por el fiscal, en el aparente  detectar de cualquier mediación o influencia 

del ejecutivo en la ilustración llevada a cabo por la Fiscalía General de la Nación, y también al 

respecto de la delincuencia en la política criminal, se han recurrido a mecanismos, sobre todo  el 

control de los medios de comunicación nacional y de la posibilidades constitucionales de las 

acciones populares y particulares, que vienen siendo permisivas en el control de la actuación del 

Fiscal General de la nación, en cierto modo, dirigida por el gobierno. 

Sin desdeñar la actual dependencia jerárquica dentro de la institución, se viene proponiendo 

por parte del estado la garantía del control judicial en la investigación  realizada por el fiscal, en 

el aparente  detectar de cualquier mediación o influencia del ejecutivo en la ilustración llevada a 

cabo por la Fiscalía General de la Nación, y también al respecto de la delincuencia en la política 

criminal, se han recurrido a mecanismos, sobre todo  el control de los medios de comunicación 

nacional y de la posibilidades constitucionales de las acciones populares y particulares, que 

vienen siendo permisivas en el control de la actuación del Fiscal General de la nación, en cierto 

modo, dirigida por el gobierno.  

Para evitar una contradicción con el principio de Legalidad, el Estado colombiano toma como 

modelo de ejemplo los países de gran tradición jurídica continental europea e instaurar el 

principio de oportunidad ya determinado y conocido, como excepción al de Legalidad. Teniendo 

como regla general la persecución conjunta de todos los delitos en la acción penal; y en los  
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diferentes casos en que puede aplicarse el principio de Oportunidad consagrados en la ley 

taxativamente. 

Finalmente, se concluye que en el distrito judicial de Cúcuta hay una situación ambigua en 

cuanto a la concepción y la valoración del principio de oportunidad. Esta situación se presenta 

porque, aunque se reconoce que es una alternativa interesantísima en aras de desarticular o 

desvertebrar organizaciones criminales a cuya información o ‘modus operandi’ es complejo de 

acceder, aún no ha alcanzado la utilidad ni la dinámica que debería tener según los 

administradores de justicia; principalmente, desde la óptica de los funcionarios de la Fiscalía 

General de la Nación, quienes no revelan tolerancia o expresan resignación frente al actuar 

extremadamente riguroso y a veces tedioso del comité especial que está encargado de este 

principio dentro de la estructura de trabajo del ente encargado de la persecución penal. Estos 

auxiliares del sistema judicial revelan un reproche frente a la relación inversamente proporcional 

que hay entre las solicitudes realizadas para la aplicación del principio de oportunidad y las que 

finalmente fueron aprobadas por el comité especial que se encarga de decidir sobre la utilización 

de esta figura por parte de fiscales delegados. Es más, la relación inversamente proporcional 

también se evidencia en los años que han pasado y los pocos casos donde finalmente los 

numerales 4 y el numeral 5 del artículo 324 de la Ley 906 de 2004 encontraron su protagonismo 

o su utilidad en el distrito judicial de Cúcuta. 
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7. RECOMENDACIONES 

 

Teniendo en cuenta que una de las mayores dificultades en cuanto a la aplicación del principio 

de oportunidad se evidenció en la relación entre los funcionarios de la Fiscalía General de la 

Nación, los cuales revelan determinado recelo frente al comité encargado de decidir frente a las 

solicitudes de esta figura consagrada en el artículo 324 de la Ley 906 de 2004, se sugiere 

prestarle plena atención a esta situación. Por ende, se recomienda que los fiscales delegados 

asuman una posición de mayor convicción para manifestar sus inconformismos con este comité, 

que exista la suficiente capacidad y madurez para que haya una mediación entre las partes 

inconformes y se termine por fortalecer este canal de comunicación que permitirá que el 

principio de oportunidad sea más útil y ayude como debe ser a la Fiscalía en cuanto a la 

persecución penal que por vía constitucional se le confiere.  

Así mismo, que se garantice la protección a la integridad y a la información cuando el 

imputado o acusado, hasta antes de iniciarse la audiencia de juzgamiento, decide a 

comprometerse para suministrar información eficaz para la desarticulación de bandas de 

delincuencia organizada o para servir como testigo de cargo contra los demás procesados que de 

alguna manera guardan relación con éste; eso sí, buscando también que el legislador o los 

organismos competentes se encarguen de aclarar los criterios de la inmunidad parcial o total, 

dependiendo del caso. 
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Anexo 1. Categorización 

Objetivo 

General 

Objetivo 

Específico 

Categoría Subcategoría Fuente Técnicas e 

Instrumentos 

Ítem 

 Caracterizar 

la aplicación 

que tiene el 

principio de 

oportunidad 

según el 

artículo 324 

causal 5 del 

Código de 

Procedimient

o Penal en el 

Sistema Penal 

Acusatorio en 

la ciudad de 

Cúcuta 

 

Examinar los 

procesos en 

los que se ha 

desarrollado 

el principio 

de 

oportunidad 

en el marco 

del Sistema 

Penal 

Acusatorio a 

través de la 

jurisprudenci

a 

Principio de 

oportunidad 

Demostrar bajo 

qué términos se 

establece la 

aplicación del 

principio de 

oportunidad y 

en qué casos se 

hace efectiva 

esta practica 

 

Concepción del 

principio de 

oportunidad 

según la Corte 

Constitucional  

Para este 

objetivo 

específico será 

primordial 

acudir a las 

fuentes 

secundarias; 

es decir, 

aquellas que 

ya se 

encuentran 

establecidos a 

través de 

algún 

documento. 

En este caso, 

será la 

jurisprudencia

. 

Análisis 

documental 

(Matriz de 

análisis 

jurisprudencial

) 

 

 

Tipo de 

jurisprudencia, 

identificación 

de la 

jurisprudencia, 

año de la 

jurisprudencia, 

magistrado que 

profiere la 

jurisprudencia, 

actor, asunto 

de la 

jurisprudencia, 

texto 

normativo que 

ha sido 

demandado, 

demanda, 

pretensión, 

intervenciones 

de las 

corporaciones, 

consideracione

s de la Corte 

Constitucional, 

decisión de la 

Corte 

Constitucional, 

salvamento de 

voto, 

conclusión. 

Establecer la 

aplicación 

del principio 

de 

oportunidad 

de acuerdo 

con la causal 

5 del artículo 

324 de la Ley 

906 en los 

procesos 

manejados 

por la 

Fiscalía 

General de la 

Aplicabilida

d del 

principio de 

oportunidad  

 

Esclarecer 

mediante la 

norma el uso 

del principio de 

oportunidad en 

los precedentes 

jurisprudenciale

s 

 

Determinación 

de las causales 

que bajo la 

normatividad 

vigente 

Para este 

objetivo 

específico será 

primordial 

acudir a las 

fuentes 

secundarias; 

es decir, 

aquellas que 

ya se 

encuentran 

establecidos a 

través de 

algún 

documento. 

Análisis 

documental 

(Matriz de 

análisis 

documental) 

Identificación 

del proceso, 

fecha del 

proceso, 

conducta 

punible, 

imputada, 

objeto del 

proceso, 

hechos, 

aplicación del 

principio de 

oportunidad, 

causal del 

principio de 
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Nación 

Especializada 

en la ciudad 

de Cúcuta. 

permiten la 

aplicación del 

principio de 

oportunidad 

En este caso, 

será la 

documentació

n que 

suministrará 

la Fiscalía 

General de la 

Nación 

Especializada 

de Cúcuta en 

cuanto a 

procesos que 

se encuentren 

vinculados al 

principio de 

oportunidad. 

oportunidad, 

conclusión. 

Definir la 

trascendencia 

que ha tenido 

el principio 

de 

oportunidad 

en el Sistema 

Penal 

Acusatorio 

en la ciudad 

de Cúcuta. 

Percepción 

del principio 

de 

oportunidad 

Observar la 

relevancia 

aplicada por el 

órgano judicial 

de Cúcuta en 

cuanto al uso 

del principio de 

oportunidad 

 

Evaluación del 

sistema judicial 

desde la óptica 

de los 

administradores 

de justicia 

Para este 

objetivo 

específico será 

primordial 

acudir a las 

fuentes 

primarias; es 

decir, se 

vinculará el 

concepto de 

jueces con 

función de 

control de 

garantías y 

fiscales 

especializados

. 

Entrevista 

(Guion) 

Pertinencia de 

la Fiscalía 

General de la 

Nación frente a 

la 

implementació

n de la acción 

de 

favorabilidad 

de grupos 

criminales, 

práctica 

judicial por 

parte de la 

Fiscalía 

General de la 

Nación dentro 

de la 

normatividad 

existente, 

filtros de la 

Fiscalía 

General de la 

Nación para 

ejercer y 

negociar la 

favorabilidad 

con los grupos 

criminales, 

evaluación de 

la acción de 

favorabilidad 

de acuerdo con 

la 

normatividad, 

análisis de 

fiscales 

especializados 



82 
 

sobre la acción 

de 

favorabilidad 

referente a su 

procedimiento 

y ejecución, 

viabilidad del 

principio de 

oportunidad 

como 

instrumento de 

desarticulación 

de bandas 

criminales, 

aplicación y 

repercusión del 

artículo 324 

para el Sistema 

Penal 

Acusatorio.   
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Anexo 2. Modelo de entrevista 

 

UNIVERSIDAD SIMÓN BOLÍVAR SEDE CÚCUTA 

 

FACULTAD DE DERECHO 

 
 

INSTRUMENTO: ENTREVISTA DIRIGIDA A JUECES CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS Y 

FISCALES ESPECIALIZADOS 

           

PROPÓSITO: Definir la trascendencia que ha tenido el principio de oportunidad en el Sistema Penal Acusatorio en 

la ciudad de Cúcuta. 

 

ENTREVISTADO: 

 

LUGAR:  

 

FECHA: 

 

ENTREVISTA 

 ¿Considera usted que la fiscalía general 

de la nación es el ente encargado para 

implementar  la acción de favorabilidad a 

grupos criminales? 

Respuesta: 

Interpretación de la respuesta: 

¿En la práctica judicial la fiscalía general 

de la nación es la encargada investigar y 

acusar  dentro de la normatividad 

existente? 

Respuesta: 

Interpretación de la respuesta: 

¿Cuenta con algún tipo de filtro  la 

fiscalía general de la nación para para 

ejercer y negociar  la favorabilidad con 

las grupos criminales? 

Respuesta: 

Interpretación de la respuesta: 

¿Cree usted que en el artículo 324  de la 

acción de favorabilidad  está bien 

estipulado en la norma para ejecutarlo a  

grupos criminales?   

Respuesta: 

Interpretación de la respuesta: 

Como fiscal encargado de la 

especializada, ¿ha podido ejecutar la 

acción de favorabilidad a grupos 

criminales y si le ha dado resultado dicha 

acción? 

Respuesta: 

Interpretación de la respuesta: 

¿Se ha visto obligado a practicar la 

acción de favorabilidad sabiendo que  no 

pagaran toda la pena solo una cuarta 

parte por  acusar o dar  informar 

importante  para el agravio a los grupos 

criminales? 

Respuesta: 

Interpretación de la respuesta: 

¿Considera usted  que el principio de Respuesta: 
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oportunidad   es un instrumento que da 

ayuda a un apresuramiento a los procesos 

penales  más exento  en la causal 5 del 

artículo 324? 

Interpretación de la respuesta: 

¿Considera usted que el principio de 

oportunidad es un verdadero instrumento 

para la  desarticulación de las bandas 

criminales?   

Respuesta: 

Interpretación de la respuesta: 

¿Todos los delitos  ejecutados por las 

bandas criminales se pueden ejecutar el 

principio de oportunidad  a sus 

integrantes  menos  a los  jefes  de estas 

bandas? 

Respuesta: 

Interpretación de la respuesta: 

¿Ha  obtenido resultados   favorables 

para el sistema penal acusatorio la 

aplicación del artículo 324  enfrascado 

en la  causal 5? 

Respuesta: 

Interpretación de la respuesta: 
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Anexo 3. Acta de validación 
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Anexo 4. Matriz de análisis documental 

 

 

UNIVERSIDAD SIMÓN BOLÍVAR 

Sede Cúcuta 

 

MATRIZ DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 

INSTRUMENTO: MATRIZ DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 

 

PROPÓSITO: Establecer la aplicación del principio de oportunidad de acuerdo con la causal 5 del artículo 324 de la 

Ley 906 en los procesos manejados por la Fiscalía General de la Nación Especializada en la ciudad de Cúcuta. 

     

 

MATRIZ DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 

Fecha de análisis Ocho (08) De Septiembre De Dos Mil Diez Y Siete (2017) 

Identificación del proceso Expediente T-3.913.429 

Fecha del proceso veinticuatro (24) de septiembre de dos mil trece (2013) 

Conducta punible Rebelión 

Imputado El joven LMB 

Objeto del proceso 

 

presunta comisión del delito de rebelión 

Hechos 

 
 El joven LMB, al parecer, formó parte de la compañía Los 

Tiburones del Bloque Central Bolívar de las Autodefensas 

Unidas de Colombia “AUC”, la que lo reclutó siendo menor 

de edad.  

 Luego de un tiempo, se presentó de manera voluntaria, al 

Programa de Atención al Desmovilizado y manifestó su 

decisión de abandonar sus actividades como miembro de dicha 

organización. El 14 de julio de 2010 suscribió el acta de 

desmovilización voluntaria y la constancia de buen trato. El 

Comité Operativo para la Dejación de las Armas –CODA-, del 

Ministerio de Defensa Nacional, le expidió el certificado 

correspondiente, haciéndolo acreedor de los beneficios 

previstos en la Ley 418 de 1997 y en el Decreto 

Reglamentario 128 de 2003. 

 

 La Unidad de Fiscalías Delegada ante los Jueces Penales para 

Adolescentes de Bogotá, D.C., que adelantaba la investigación 

contra LMB, por la presunta comisión del delito de rebelión, 

la remitió por competencia - factor territorial, a la Dirección 

Seccional de Fiscalías de Cartagena, quien, a su vez, la envió 

al accionante, en su calidad de Fiscal Seccional de Simití – 

Bolívar, mediante oficio 3761 de 28 de abril de 2011, el cual 

recibió el 13 de mayo de ese mismo año. 

 

  El actor procedió a adelantar las acciones necesarias para 

entrar en contacto con LMB. El 16 de mayo de 2011, libró la 

orden pertinente a la Policía Judicial de San Martín de Loba, 

Bolívar, requirió respuesta a la misma el 6 de octubre de esa 

anualidad y obtuvo contestación negativa respecto de la 
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localización del indiciado. 

 

 Al contar con el mínimo acervo probatorio para seguir 

adelante con la investigación y teniendo en cuenta que se 

trataba de un menor de edad, considerado como víctima del 

conflicto armado, el 28 de mayo de 2012, impartió aplicación 

al principio de oportunidad, consagrado en los artículos 174 y 

subsiguientes de la Ley 1098 de 2006, en concordancia con la 

Ley 906 de 2004, dentro de la indagación CUI 

13744600132320110025. 

 

 El Juez Primero Promiscuo Municipal de Simití – Bolívar, con 

funciones de control de garantías, por fuera de los términos 

previstos en el artículo 327 del Código de Procedimiento 

Penal, negó la legalidad de la aplicación del principio de 

oportunidad.  Para ello sostuvo que: (i) la investigación no 

había nacido a la vida jurídica ante la falta de imputación, (ii) 

la aplicación del principio de oportunidad es una terminación 

anormal del proceso, (iii) la fiscalía puede archivar la 

investigación y (iv) no estaban demostradas las causales 

contenidas en el artículo 324 del CPP y el 175 del CIA.   

 

 A juicio del Fiscal accionante, la sola certificación del Comité 

Operativo para la Dejación de las Armas -CODA- del 

Ministerio de Defensa Nacional bastaba para demostrar la 

militancia del adolescente en las filas de las AUC y, por 

tratarse de un menor de edad víctima del conflicto armado y 

no actor del mismo, tal como lo ha sostenido la Corte 

Constitucional, no se imponía exhibir una serie de documentos 

que acreditaran los supuestos previstos en el artículo 175 del 

CIA para la aplicación del principio de oportunidad. 

 

 El ahora demandante apeló la negación del principio de 

oportunidad y la Juez Promiscuo de Familia del Circuito de 

Simití – Bolívar confirmó tal decisión. Acogió en su totalidad 

los argumentos del a-quo y no abordó los esgrimidos por el 

censor en la sustentación del recurso. 

 

 El accionante asegura que se satisfacen los requisitos 

generales de procedencia de la acción de tutela contra las 

decisiones judiciales que censura. 

 

 En cuanto a los requisitos especiales de procedencia de la 

acción que promueve, estima que en ambas instancias se 

desconoció el precedente de la Corte Constitucional fijado 

respecto del alcance del derecho fundamental al debido 

proceso, en tanto no se le dio a LMB el tratamiento de víctima 

del conflicto armado, por su condición de menor de edad, lo 

cual pone de manifiesto que los jueces aplicaron la ley penal y 

procesal penal limitando su alcance, para optar por no darle 

viabilidad a la aplicación del principio de oportunidad que, por 

mandato de los artículos 250 superior, 174 del CIA y de la 

sentencia C-203 de 2005, es preferente frente a los menores. 

 

 Plantea el actor que si bien el CIA no incorpora un catálogo 
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especial de causales para la aplicación del principio de 

oportunidad, en virtud del principio de integración normativa 

dispuesto en el artículo 144, ibídem, debe entenderse que las 

causales previstas en el artículo 324 de la Ley 906 de 2004 son 

perfectamente aplicables a los adolescentes, siempre que no 

sean contrarias a su interés. 

 

 Respecto de las causales previstas en el artículo 175 del CIA, 

exclusivamente para adolescentes que han intervenido en 

delitos cometidos por grupos armados al margen de la ley, el 

accionante considera que ellas buscan que al adolescente, ex 

integrante de tales grupos, se le haga un juicio de reproche de 

menor intensidad, que no implique una eliminación total de su 

capacidad de culpabilidad, pues,  de lo contario,  la respuesta 

procesal no sería la aplicación del principio de oportunidad 

sino otra. 

 

Aplicación del principio de oportunidad El principio de oportunidad es de raigambre constitucional y 

se encuentra reiterado y desarrollado a través de particulares 

causales tanto en el Código de Procedimiento Penal como en 

el Código de la Infancia y la Adolescencia. 

  

En virtud de lo dispuesto en el artículo 250 de la Carta 

Política, modificado por el artículo 2° del Acto Legislativo 03 

de 2002, Al regular el principio de oportunidad, el legislador 

dispuso en el artículo 323 de la Ley 906 de 2004, modificado 

por la Ley 1312 de 2009, que:  

“La Fiscalía General de la Nación, en la investigación o en 

el juicio, hasta antes de la audiencia de juzgamiento, podrá 

suspender, interrumpir o renunciar a la persecución penal, en 

los casos que establece este Código para la aplicación del 

principio de oportunidad. 

 

 

Causal del principio de oportunidad El artículo 175 del Código de Procedimiento Penal, Ley 906 

de 2004, establecía que procedía a partir de la formulación de 

la imputación. Empero dicha norma fue modificada por el 

artículo 49 de la Ley 1453 de 2011 que solo se refirió al 

término para formular la acusación o solicitar la preclusión 

dejando de lado al principio de oportunidad. 

Con todo, la Ley 1312 del 2009, que reguló lo relacionado con 

el referido principio, consagró, en el artículo 1°, modificatorio 

del artículo 323 del CPP, que podrá aplicarse en la 

investigación o en el juicio, hasta antes de la audiencia de 

juzgamiento. 

Para la aplicación del principio de oportunidad, el legislador 

desarrolló en el artículo 324, ibídem, un número significativo 

de causales de procedencia sometidas a algunas precisas 

restricciones previstas en los parágrafos desarrollados en la 

norma. Es decir, estableció varios eventos en los que resulta 

de recibo pero igualmente destacó otros en los que dicho 

principio no resulta aplicable. 

En el sistema de responsabilidad penal para el adolescente el 

principio de oportunidad conforma una herramienta 

fundamental para la consecución del interés superior del 

menor.  
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Conclusión Ante una posible irregularidad por parte del juez al solicitar el 

amparo al joven LBM y que se le pueda brindar el principio de 

oportunidad, mas, sin embargo el fiscal en su amplio 

conocimiento no tuvo en cuenta las demás garantías y las 

demás instancias procesales con las que contaba el joven 

imputado ya que por la conducta punible la cual se le encontró 

implicado e investigado por parte de funcionarios en la ciudad 

de Bogotá, no da vía para ser cobijado por el principio de 

oportunidad ya que no cumple con los requisitos.  

        

 

 

UNIVERSIDAD SIMÓN BOLÍVAR 

Sede Cúcuta 

 

MATRIZ DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL 

INSTRUMENTO: MATRIZ DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 

 

PROPÓSITO: Establecer la aplicación del principio de oportunidad de acuerdo con la causal 5 del artículo 324 de la 

Ley 906 en los procesos manejados por la Fiscalía General de la Nación Especializada en la ciudad de Cúcuta. 

     

 

MATRIZ DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 

Fecha de análisis Diez y seis (16) De Septiembre De Dos Mil Diez Y Siete 

(2017) 

Identificación del proceso Proceso n.º 36118 

Fecha del proceso Trece (13)  de abril de dos mil once (2011) 

Conducta punible falsedad ideológica en documento público, concusión,  

prevaricato por acción y concierto para delinquir 

Imputado MÓNICA PATRICIA GONZÁLEZ PÉREZ  

Objeto del proceso 
 

Presentación de recurso de apelación por parte del defensor y 

la procesada en contra del auto emitido por el tribunal superior 

resolviendo la nulidad del proceso. 

Hechos 
 

la Fiscalía delegada ante la Dirección Seccional del CTI de 

Cundinamarca, al recibir el informe 201 del 06 de agosto de 

2007 en el que se relacionaba la existencia de laboratorios 

para el procesamiento de alcaloides en San Cayetano 

jurisdicción del Municipio de Pacho, adelantó la  indagación 

preliminar No. 208 en contra de Osvaldo Sánchez Achury 

alias “Felipe” (sic) y dentro de estas diligencias el sobrino del 

desaparecido Yesid Ernesto González Cuellar dijo que el autor 

de la desaparición de su tío podría ser Osvaldo Sánchez 

Achury y por ello el 20 de febrero de 2009 el fiscal remitió las 

diligencias a la Fiscalía Seccional de Pacho. 

A pesar de que no existía constancia, informe, certificación, 

declaración o documento, sobre la privación de la libertad de 

Pedro Nel Rincón Castillo en la Penitenciaría la Picota de 

Bogotá, el 26 de noviembre de 2009, la Fiscal de Pacho 

Mónica Patricia González Pérez, oficio al Director de la 

Penitenciaría para informarle que el 30 de noviembre siguiente 

escucharía en indagatoria a Rincón Castillo y efectivamente 

ese día, llegó a las 10:36 horas y salió a las 11:12 horas y 
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durante ese lapso de tiempo de 36 minutos, recibió la 

indagatoria en seis folios y medio, lo que indica que la 

diligencia la llevaba elaborada por que en ese corto tiempo era 

imposible su recepción, máxime que no quedo constancia 

sobre el ingreso de ningún elemento como maquina o 

computador para practicar la diligencia y además las 

interceptaciones telefónicas confirman que la diligencia no la 

elaboró en ese lugar como lo hizo constar. 

Este comportamiento es constitutivo de infracción penal, pues 

se acomoda en la descripción típica efectuada por el legislador 

en el artículo 286 del Código Penal. 

Este comportamiento es constitutivo de infracción penal, pues 

se acomoda en la descripción típica efectuada por el legislador 

en el artículo 286 del Código Penal. 

Por los anteriores hechos la Fiscalía 46 Delegada ante el 

Tribunal Superior de Bogotá el 22 de junio de 2010, le 

formuló imputación a Mónica Patricia González Pérez ante el 

Juzgado 2 Promiscuo Municipal de Pacho Cundinamarca, por 

los delitos de falsedad ideológica en documento público, 

concusión, prevaricato por acción y concierto para delinquir 

bajo el radicado 110016000717201000023. Con relación a los 

dos primeros delitos el fiscal del caso solicitó el 14 de julio de 

2010 al señor Fiscal General de la Nación autorización para 

aplicar el principio de oportunidad, con fundamento en las 

causales previstas en los artículos 4 y 5 del artículo 324 de la 

ley 906, con el fin de suspender el procedimiento a prueba 

para que la imputada suministrara información eficaz para la 

desarticulación de bandas de delincuencia organizada y 

además para que se comprometiera a servir como testigo de 

cargo contra los demás procesados bajo inmunidad total o 

parcial. 

Con relación a los delitos de prevaricato por acción y 

concierto para delinquir se celebró un preacuerdo entre la 

Fiscalía y la imputada Mónica Patricia González, 

correspondiéndole la actuación al Magistrado AUGUSTO 

ENRIQUE BRUNAL OLARTE del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Cundinamarca 

Aplicación del principio de 

oportunidad 

La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia es 

competente para desatar los recursos de apelación interpuestos 

por el defensor y por la procesada, contra el auto por medio 

del cual el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Cundinamarca resolvió denegar la solicitud de principio de 

oportunidad 

Causal del principio de 

oportunidad 

No existe la menor controversia acerca de que la investigación 

en este caso se inició por las conductas punibles de concierto 

para delinquir, prevaricato por acción, concusión y falsedad 

ideológica en documento público. 

La solicitud de aplicación del principio de oportunidad fue 

remitida al Fiscal General de la Nación, quien la inadmitió 

mediante resolución No. 0- 2400 del 13 de octubre de 2010. 

Por esa razón, el día 25 de los mismos mes y año se presentó 

el escrito de acusación por los delitos de falsedad ideológica 

en documento público y concusión. 

Conclusión En consecuencia, de conformidad con las precedentes 

consideraciones, se confirmará la providencia por la que la 

Sala Penal del Tribunal Superior de Cundinamarca negó la 
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nulidad del proceso a partir de la presentación del escrito de 

acusación. 

 

R E S U E L V E  

1º. CONFIRMAR la decisión impugnada.  

2º. ADVERTIR a las partes que contra esta decisión no 

procede recurso alguno. 
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Anexo 5. Matriz de análisis jurisprudencial 

 

 

UNIVERSIDAD SIMÓN BOLÍVAR 

Sede Cúcuta 

 

MATRIZ DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL 

INSTRUMENTO: MATRIZ DE ANÁLISIS DIRIGIDA AL ESTUDIO DE JURISPRUDENCIA 

           

PROPÓSITO: Examinar los procesos en los que se ha desarrollado el principio de oportunidad en el marco del 

Sistema Penal Acusatorio en la ciudad de Cúcuta.       

 

MATRIZ DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL 

Fecha de análisis de la jurisprudencia Ocho (08) De Septiembre De Dos Mil Diez Y Siete (2017) 

Tipo de jurisprudencia  Constitucionalidad 

Identificación de la jurisprudencia SENTENCIA C-936/10 

Año de la jurisprudencia Veintitrés (23) De Noviembre De Dos Mil Diez (2010) 

Magistrado que profiere la jurisprudencia Luis Ernesto Vargas Silva 

Actor Rafael Barrios Mendivil, Dora Lucy Arias Giraldo y Linda 

María Cabrera Cifuentes 

Asunto de la jurisprudencia Demanda De Inconstitucionalidad 

Texto normativo que ha sido demandado El Numeral 17 Y El Parágrafo 3º Del Artículo 2 De La Ley 

1312 De 2009 

Demanda 

 

Demanda de inconstitucionalidad contra el primer inciso del 

numeral 17 y el parágrafo 3º del mismo artículo 324 del 

C.P.P., modificado por el artículo 2 de la Ley 1312 de 2009, 

“Por medio de la cual se reforma la Ley 906 de 2004, en lo 

relacionado con el principio de oportunidad”, por considerar 

que vulneran los artículos 150.17 y 250 Superiores. Sostienen 

que desconoce, así mismo,  los artículos 1, 2, 8 y 25 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, el artículo 

2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; los 

artículos 4 y 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, 

Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer; el artículo 

2 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de 

Todas las Formas de Discriminación Racial; el artículo 2 del 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales; el artículo 12 de la Convención contra la Tortura y 

Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; el 

artículo 1° de la Convención Interamericana para Prevenir y 

Sancionar la Tortura y el artículo 1° de la Convención 

Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. 

Pretensión Solicitan que el fallo de inexequibilidad tenga efectos 

retroactivos 

Intervenciones de las corporaciones Ministerio del Interior y de Justicia  

explica que no le asiste razón a los demandantes toda vez que 

realmente la causal de aplicación del principio de oportunidad 

no resulta ser ambigua o confusa por cuanto se trata de una 

manifestación de voluntad “que no admite duda o 

equivocación, no le queda margen alguno al Fiscal General 

sobre si se da la condición exigida en la ley para aplicar el 
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principio de oportunidad en el caso objeto de análisis, como 

tampoco implicará ambigüedad para el juez de control de 

garantías”  

Defensoría del Pueblo 

El interviniente considera que la Corte debe condicionar el 

parágrafo 3 del literal 17 del artículo 324 del CPP, por cuanto 

el mecanismo del principio de oportunidad tiene un carácter 

excepcional, debiendo aplicarse  en función de imperativos de 

política criminal del Estado y respecto de delitos de menor 

impacto, pero nunca en relación con graves violaciones a los 

derechos humanos. 

 

Ministerio de Relaciones Exteriores 

El principio de oportunidad se encuentra en la regulación 

contenida en el Estatuto de Roma de la CPI, en varios apartes, 

desde aquellas circunstancias que no redundarían en interés de 

la justicia, hasta decisiones de solicitar o no la apertura del 

proceso, la solicitud de medidas restrictivas de la libertad, en 

los casos de los delitos sexuales en su factor probatorio y la 

presentación de cargos, entre otros. De allí que “el principio 

de oportunidad, lejos de estar ausente  de la regulación 

internacional, se encuentra regulado y reconocido en el 

Estatuto de Roma que, como bien se sabe, es un estándar 

internacional, es decir, un mínimo y no un tope de 

protección”. 

Fiscalía General de la Nación.  

Explica que la norma acusada no incurre en un grado de 

ambigüedad e indeterminación, en contradicción explícita de 

los requisitos previstos en el artículo 250 Superior para 

establecer principio de oportunidad, “toda vez que en 

providencias referidas a los postulados de la ley 975 de 2005 

(ley de justicia y paz) la misma, en relación con la norma 

acusada, fue concebida como un instrumento encaminado a 

lograr la reconciliación y a facilitar los procesos de paz”. 

Alta Consejería para la Reintegración Social y Económica de 

Personas y Grupos Alzados en Armas. 

Insiste igualmente el interviniente en que los procesos de paz 

se adelantan con base en el principio de confianza legítima, ya 

que “estos beneficios no solamente se otorgaban a los 

desmovilizados individuales sino también a los colectivos que 

venían suscribiendo los acuerdos de paz con el Gobierno 

Nacional, los beneficios concedidos por las normas 

previamente señaladas daban unas prerrogativas en cabeza 

no sólo de las personas individualmente consideradas sino 

también de los diferentes colectivos humanos y como 

consecuencia de la sociedad que en el momento se encontraba 

afrontando dichos procesos de paz”. 

Universidad de los Andes 

En cuanto a la vaguedad que presentaría la causal de 

aplicación del principio de oportunidad, señala el interviniente 

que “no sería necesario un referente normativo objetivo que 

permita determinar cuándo y bajo qué condiciones se 

presenta un acto inequívoco de reintegración a la sociedad, 

porque bastaría el libre consentimiento del desmovilizado que 

no tiene cuentas pendientes con la justicia de someterse ante 

un juez de control de garantías que legalice el cumplimiento 
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de los requisitos exigidos por la norma”. 

Consideraciones de la Corte 

Constitucional 

Planteamiento de los problemas jurídicos- constitucionales y 

estructura de la sentencia 

Primer cargo: la Corte Constitucional consideró que la ley de 

justicia y paz no equivalía a una amnistía, por cuanto 

finalmente se aplicaba una pena, en la Ley 1312 de 2009 “el 

Estado renuncia a la persecución penal y a la adjudicación de 

justicia”. 

Segundo cargo: las normas acusadas desconocen los derechos 

de las víctimas al acceso a la justicia, a conocer la verdad de 

los hechos y a obtener una reparación integral, consagrados en 

los artículos 1, 2, 6, 12, 29, 93 y 229 de la Constitución, y en 

los artículos 1, 2, 8 y 25 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos. 

Tercer cargo: Los preceptos acusados son contrarios a la 

obligación internacional contraída por el Estado colombiano 

de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de graves 

violaciones de derechos humanos, así como de garantizarles a 

las víctimas el acceso a un recurso judicial efectivo 

Cuarto Cargo: La disposición acusada vulnera el artículo 250 

de la Constitución que contempla un principio de oportunidad 

reglado. Aducen que la norma crea una causal para la 

aplicación del principio de oportunidad de naturaleza ambigua 

e indeterminada. 

Quinto cargo: Si bien se hace referencia a los crímenes de lesa 

humanidad, hay graves violaciones de derechos humanos que 

no encajan dentro de esta categoría y por lo tanto podrían 

quedar en la impunidad en el evento de ser cobijadas con el 

principio de oportunidad. 

 

Los rasgos constitucionales del principio de oportunidad, 

como límites a la potestad legislativa de configuración de las 

causales para su aplicación 

De acuerdo con el mandato constitucional, corresponde al 

legislador señalar los casos excepcionales en los cuales la 

Fiscalía puede suspender, interrumpir o renunciar a la 

persecución penal. Sin embargo, tal como lo ha puesto de 

presente la jurisprudencia de esta Corte, a la hora de diseñar 

las causales excepcionales para la aplicación del principio de 

oportunidad. 

 

El principio de legalidad como límite constitucional a la 

potestad de configuración legislativa en el diseño de las 

causales para la aplicación del principio de oportunidad 

El legislador se encuentra limitado por el carácter excepcional 

y reglado del principio de oportunidad penal diseñado por el 

constituyente, que le impone determinar con claridad y 

precisión las causales en las cuales puede aplicarse. La 

definición por parte del legislador de los casos estrictos y 

taxativos en que procedería, cumple propósitos fundamentales 

de seguridad jurídica para el procesado y las víctimas, orientar 

el ejercicio del margen de discrecionalidad que se reconoce al 

fiscal. 
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Aplicación del principio de oportunidad a desmovilizados  

Acogiendo propuesta de la Fiscalía General de la Nación, se 

decidió incluir como beneficiarios del principio de 

oportunidad a los miembros rasos de los grupos armados 

ilegales que se desmovilizaron en el marco de la Ley de 

Justicia y Paz y en general en el marco de las negociaciones de 

paz con el Gobierno Nacional. Se trataba, según lo sostuvo el 

fiscal, de encontrar una “salida jurídica” a la situación en que 

se encontrarían cerca de 19.000 desmovilizados de las AUC. 

 

Contenido y alcance normativo de los preceptos acusados. La 

norma se profirió en el marco de la potestad legislativa para la 

configuración de la política criminal del Estado 

El numeral 17 del artículo 324 del C.P.P., así como el 

parágrafo 3 del mismo, deben ser interpretados de 

conformidad con el artículo 250 de la Constitución que 

contempla el principio de oportunidad, para ser 

regulado “dentro del marco de la política criminal del 

Estado”. Los principios que orientan el Sistema Penal 

Acusatorio, del cual el mencionado instrumento es parte 

nuclear, concurren igualmente como guías hermenéuticas de 

los preceptos acusados. 

 

 

La aplicación causal 17 del artículo 324 del C.P.P., vulnera el 

orden justo, los derechos de las víctimas, y desconoce el deber 

del Estado de investigar  y juzgar  las graves violaciones de 

los derechos humanos y las infracciones al derecho 

internacional humanitario 

La renuncia del Estado a investigar y sancionar los delitos que 

afectan más gravemente a la dignidad humana, resulta 

inaceptable como expresión de la política criminal del Estado. 

Tal proceder resulta así mismo inadmisible, en aparentes o 

reales  estados de transición hacia la paz, bajo criterios de 

conveniencia política o de utilidad pública. 

 

La causal 17 del artículo 324 del C.P.P. quebranta los límites 

constitucionales previstos para la aplicación del principio de 

oportunidad. 

Tal como fue establecida por la Ley 1312 de 2009, es 

inconstitucional por violación del principio de legalidad, 

debido a que no establece de forma taxativa e inequívoca 

todos y cada uno de los elementos constitutivos de la causal, 

ni contempla criterios objetivos que orienten el margen de 

discrecionalidad que se reconoce al  fiscal en esta materia. La 

incertidumbre que genera el diseño de la causal impide que el 

juez de control de garantías pueda ejercer un efectivo control 

sobre la decisión del fiscal de dar aplicación al principio de 

oportunidad en situaciones concretas. 

 

El parágrafo tercero del numeral 17 del artículo 324 C.P.P., 

plasma una omisión legislativa relativa en relación con las 

graves violaciones de derechos humanos 

En consecuencia, la Corte declarará la inexequibilidad del 

numeral 17 del artículo 2° de la Ley 1312 de 2009, y la 
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exequibilidad condicionada el parágrafo 3° de la misma 

disposición, en el entendido de que también comprende las 

graves violaciones a los derechos humanos. 

Decisión de la Corte Constitucional En mérito de lo expuesto la Corte Constitucional de la 

República de Colombia, administrando justicia En nombre del 

pueblo y por mandato de la Constitución. 

RESUELVE:  

Primero. Declarar INEXEQUIBLE el numeral 17 del 

Artículo 2° de la Ley 1312 de 2009. 

 

Segundo: Declarar EXEQUIBLE el parágrafo 3° del 

artículo 2° de la Ley 1312 de 2009, en el entendido de que 

también comprende las graves violaciones a los derechos 

humanos. 

Notifíquese, comuníquese, cúmplase, e insértese en la Gaceta 

de la Corte Constitucional, y archívese el expediente. 

  

Salvamento de voto SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO DEL MAGISTRADO 

HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO A LA 

SENTENCIA C-936/10 

En el presente caso, la situación, a juicio del Despacho, 

resultaba ser compleja por cuanto, en relación con el inciso 1 

del numeral 17 del artículo 324 del C.P.P., modificado por el 

artículo 2 de la Ley 1312 de 2009, algunos intervinientes 

planteaban que los demandantes no lograron estructurar 

verdaderos cargos de inconstitucionalidad en relación con 

todas las disposiciones alegadas como vulneradas. A su vez, 

en lo atinente al parágrafo tercero de la misma disposición, los 

ciudadanos  sostenían la existencia de un cargo de 

inconstitucionalidad por omisión relativa, siendo necesario 

determinar si efectivamente ello es así. 

CONCLUSIONES DEL DESPACHO 

Las argumentaciones acogidas por la mayoría de la Sala Plena, 

de impedir que los desmovilizados, los miembros rasos de 

grupos armados ilegales no puedan ser beneficiarios del 

indulto, ni del principio de oportunidad, supone que existe un 

trato favorable para los cabecillas de estos grupos (a los cuales 

solo se les puede imponer como pena máxima 8 años por el 

delito de concierto para delinquir y otros delitos incluso de 

lesa humanidad), en cambio a los subalternos, se les debe 

imponer como mínimo 8 años y hasta 18 solo por el delito de 

concierto para delinquir (art. 340 Código penal).  

 

SALVAMENTO DE VOTO A LA SENTENCIA C-936/10 

Magistrado 

 MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO 

  

Con todo respeto, expongo los motivos que me llevan a 

discrepar de la presente Sentencia: El entendimiento correcto 

de la norma acusada, a diferencia de lo que comprendió la 

mayoría, implicaba que los desmovilizados que podían 

someterse al principio de oportunidad no debían haber sido 

postulados por el Gobierno Nacional al procedimiento y 

beneficios establecidos en la ley de Justicia y Paz (ley 975 de 

2005) y además que no cursaran contra ellos investigaciones 
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por delitos cometidos antes o después de la 

desmovilización.  El único delito por el que era factible acudir 

al principio de oportunidad era el de pertenencia a la 

organización criminal. 

Es un absurdo considerar la necesidad de tipificar cualquier 

término o concepto en materia penal; precisamente en el 

ordenamiento jurídico existen normas en blanco o normas 

remisorias, que permiten afirmar que en algunos casos los 

supuestos vacíos pueden ser llenados.  La expresión 

mencionada fácilmente hubiera comprendida de manera 

sistemática con la lectura de la misma ley 1312 de 2009, que 

en su artículo 4° señalaba doce condiciones que impedían 

cualquier aplicación arbitraria, dentro de un periodo de prueba 

de tres años para cumplir con las mismas so pena de perder el 

beneficio. 

 

SALVAMENTO DE VOTO DELMAGISTRADO 

JUAN CARLOS HENAO PEREZ. ADHESIÓN 

SENTENCIA C-936/10 

 

Con el debido respeto, me adhiero al salvamento de voto 

presentado por el magistrado Sierra Porto, con relación a la 

inexequibilidad del numeral 17 del artículo 2º de la ley 1312 

de 2009 declarada por la sentencia C-936 de 2010.Lo anterior 

porque estimo que el caso debió resolverse con la 

constitucionalidad condicionada que fue propuesta en el 

proyecto original presentado por el mismo magistrado Sierra. 

En particular destaco: 

Tal resolución habría sido consecuente con la jurisprudencia 

constitucional de justicia transicional, en particular con el 

precedente liderado por la sentencia C-370 de 2006, como 

enfoque analítico ineludible para atender el problema jurídico 

de este caso. Pero este precedente no se empleó. Al contrario, 

en la sentencia C-936 de 2010, con razones claramente 

bienintencionadas y humanistas pero en esencia emotivas, la 

mayoría de la Corte efectuó un cambio de precedente sin 

justificación, por el que somete a las reglas comunes de 

interpretación una norma jurídica excepcional, que responde 

con claridad a una lógica del derecho diferenciada, por hacer 

parte de la justicia transicional. 

El principio de oportunidad en el caso previsto en el numeral 

17, del artículo 2º de la ley 1312 de 2009, con los 

condicionamientos propuestos, era constitucionalmente válido, 

conforme a la racionalidad económica que establece el artículo 

334 C.P. y que resulta aplicable y necesaria, tanto para el 

cumplimiento de las funciones ordinarias como 

extraordinarias del Estado, tanto para la administración de 

justicia ordinaria, como para la justicia transicional. 

 

 

Conclusión  
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UNIVERSIDAD SIMÓN BOLÍVAR 

Sede Cúcuta 

 

MATRIZ DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL 

INSTRUMENTO: MATRIZ DE ANÁLISIS DIRIGIDA AL ESTUDIO DE JURISPRUDENCIA 

           

PROPÓSITO: Examinar los procesos en los que se ha desarrollado el principio de oportunidad en el marco del 

Sistema Penal Acusatorio en la ciudad de Cúcuta.       

 

MATRIZ DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL 

Fecha de análisis de la jurisprudencia Ocho (08) De Septiembre De Dos Mil Diez Y Siete (2017) 

Tipo de jurisprudencia  Constitucionalidad 

Identificación de la jurisprudencia SENTENCIA C-673/05 

Año de la jurisprudencia Treinta ( 30 ) de junio de  dos mil cinco ( 2005 ) 

Magistrado que profiere la jurisprudencia Dra. CLARA INÉS VARGAS HERNÁNDEZ 

Actor Diego Fernando Forero González. 

 

Asunto de la jurisprudencia Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 221 

(parcial) y 324 (parcial) de la Ley 906 de 2004, “Por la cual 

se expide el Código de Procedimiento Penal”. 

Texto normativo que ha sido demandado Los artículos 221 (parcial) y 324 (parcial) de la Ley 906 de 

2004, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento 

Penal”. 

Demanda 

 

Diego Fernando Forero González., en ejercicio de la acción 

pública de inconstitucionalidad consagrada en los artículos 40-6, 

241 y 242-1 de la Constitución Política, solicita a esta 

Corporación que declare la inexequibilidad de algunas 

disposiciones  de la Ley 906 de 2004. 

Pretensión El ciudadano Diego Fernando Forero González solicita a la 

Corte declarar inexequibles los apartes subrayados del artículo 

221 de la Ley 906 de 2004, al igual que el numeral 16 del 

artículo 324 de la misma normatividad, por considerarlos 

contrarios al Preámbulo y a los artículos 2, 13, 28, 29 y 250 

constitucionales. 

En lo que concierne al artículo 221 de la Ley 906 de 2004 

afirma que a pesar de que la Fiscalía General se convirtió en 

un ente administrativo, sigue conservando por excepción 

algunas facultades jurisdiccionales por medo de las cuales 

puede restringir ciertos derechos fundamentales. 

En lo que atañe al numeral 16 del artículo 324 del nuevo 

C.P.P., alega que el mismo vulnera el artículo 250 Superior, 

por cuanto el principio de oportunidad debe encontrarse 

debidamente reglado, de manera taxativa, teniendo en cuenta 

una política criminal que aún no existe. 

Intervenciones de las corporaciones Ministerio del Interior y de Justicia 

En relación con el segmento normativo del artículo 221 de la 

Ley 906 de 2004 asegura el interviniente que el demandante 

ha dado una interpretación restrictiva y aislada de aquél, por 

cuanto como se aprecia de la simple lectura del primer inciso 

del artículo 221, las medidas desarrolladas en el segundo y 

tercer incisos tienen como principal objetivo fundar los 

motivos requeridos para que el fiscal expida una orden de 
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registro y allanamiento. 

En relación con el numeral 16 del artículo 324 de la Ley 906 

de 2004, considera igualmente que se ajusta a la Constitución 

por cuanto las evidencias obtenidas en la persecución penal de 

un delito de menor entidad pueden llevar a la obtención de 

elementos materiales probatorios relacionados con conductas 

de mayor lesividad, que atentan contra bienes jurídicos 

considerados por el legislador de una jerarquía mayor y que, 

en consecuencia, ameritan un especial reproche de la sociedad. 

 

Fiscalía General de la Nación 

No es cierto que se conculque el derecho a la contradicción 

con la declaración juramentada del testigo, pues el mismo sólo 

opera en la audiencia pública de juzgamiento sobre el material 

probatorio, y dicha declaración no tiene esa cualidad, al ser 

una de las modalidades de actos de  investigación para el 

esclarecimiento de los hechos. 

En relación con el cargo dirigido contra la causal 16 del 

artículo 324 del C.P.P., considera que el mismo no está 

llamado a prosperar por cuanto la decisión de suspender, 

interrumpir o renunciar a la persecución penal tiene como 

fundamento en este caso la política criminal del Estado basada 

en la ley punitiva, cuyo discernimiento como es lógico 

corresponde al organismo judicial competitiva  en una forma 

racional, lógica y motivada no caprichosa y arbitraria como le 

asegura al demandante. 

 

Universidad del Rosario 

El presente asunto no estemos en presencia de pruebas sino de 

evidencias, la cual se tiene como requisito para practicar un 

allanamiento, pero no más, y en todo caso se encuentra sujeta 

a la convalidación que realice el funcionario ante el juez de 

control de garantías, cuyo control respecto de la actuación del 

investigador abarca lo formal y lo material. 

El numeral 16 del artículo 324 del C.P.P. consideran que el 

cargo de inconstitucionalidad tampoco está llamado a 

prosperar por cuanto al permitir aplicar el principio de 

oportunidad frente a un hecho a fin de lograr esclarecer otro 

más grave, se está dando cumplimiento a los principios de 

antijuridicidad material y proporcionalidad. 

 

Instituto Colombiano de Derecho Procesal 

En relación con la reserva de identidad del testigo ante las 

partes y el juez de control de garantías, estima que la Corte 

debe entender que durante toda la fase previa existe un 

derecho de contradicción, en virtud del artículo 29 

constitucional.  

En relación con la causal de procedencia del principio de 

oportunidad, la interviniente estima que es contraria a la 

Constitución, por cuanto conduce al ejercicio de una amplia 

discrecionalidad en manos del fiscal. En efecto, argumenta, la 

discreción puede ser referida a eventos en que se ejerce de 

manera fuerte o débil, siendo en materia de principio de 

oportunidad de la primera clase. 

 

Comisión Colombiana de Juristas 
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La declaración jurada de un testigo sostiene que las 

características de la diligencia descrita en el artículo 

demandado “parecería corresponder a la práctica de una 

prueba”. Deben ser controvertidas en un juicio oral, 

contradictorio y con todas las garantías. 

La Comisión sostiene que el principio de oportunidad, en 

general, constituye un manifiesto incumplimiento del Estado 

de su obligación de administrar justicia y garantizar los 

derechos de los ciudadanos, en especial, las víctimas. Se trata, 

en consecuencia, de la introducción de una severa excepción 

al principio de legalidad. 

Consideraciones de la Corte 

Constitucional 

Competencia 

La Corte Constitucional es competente para conocer y decidir 

sobre la demanda de inconstitucionalidad de la referencia, de 

conformidad con el numeral 4º del artículo 241 de la 

Constitución Política, por estar dirigida contra una disposición 

perteneciente a una ley de la República. 

 

Cargos de la demanda 

La causal de procedencia del principio de oportunidad, 

establecida en el numeral 16 del artículo 324 del C.P.P., 

vulnera el artículo 250 Superior, por cuanto no se basa en 

reglas claras y taxativas de fácil encuadramiento a un caso 

concreto, transgrediendo el ámbito de lo reglado para pasar a 

la discrecionalidad absoluta del fiscal, teniendo además en 

cuanta la inexistencia de una política criminal estatal en la 

materia. 

 

Análisis de los cargos propuestos contra el artículo 221 de la 

ley 906 de 2004 

El demandante considera que la expresión “Cuando se trate de 

declaración jurada de testigo, el fiscal deberá estar presente 

con miras a un eventual interrogatorio que le permita apreciar 

mejor su credibilidad”, del segundo inciso del artículo 221 de 

la Ley 906 de 2004, vulnera los derechos al debido proceso, en 

el sentido de que se vulnera el derecho de contradicción de la 

prueba. 

La Vista Fiscal sostiene que el cargo no está llamado a 

prosperar por cuanto la declaración jurada de testigo no 

constituye una prueba, sino uno de los medios cognoscitivos al 

cual acude el fiscal para determinar si existen o no motivos 

razonables y fundados para adelantar una diligencia de 

allanamiento y registro. 

Ahora bien, someter al principio de contradicción una 

declaración jurada de testigo cuando se da la orden de 

allanamiento y registro sin haberse formulado la imputación, o 

la del informante, conllevaría a que el Estado no pudiese 

cumplir con sus fines constitucionales de investigar y 

sancionar efectivamente el delito. 

Examen de constitucionalidad del numeral 16 del artículo 324 

de la Ley 906 de 2004 

Los principios de antijuridicidad material y proporcionalidad, 

en tanto que la justicia debe encausar mejor sus recursos 

financieros y humanos hacia la persecución de los delitos más 

graves para la sociedad; otros, por el contrario, argumentan 

que la norma debe ser declarada inexequible por cuanto 



101 
 

conduce a inseguridad jurídica ya que finalmente los 

ciudadanos no pueden conocer con exactitud cuáles son sus 

derechos y obligaciones. 

A juicio de la Vista Fiscal, el numeral 16 del artículo 324 del 

nuevo C.P.P. es conforme con la Constitución por cuanto la 

ausencia de una mayor casuística, claridad y concreción de las 

situaciones en las cuales se pueda sostener que la 

investigación de un delito dificulta aquella de uno de mayor 

gravedad y trascendencia, no vulnera el contenido del 

principio de oportunidad consagrado en el artículo 250 

Superior. 

Finalmente, en el Acto Legislativo 03 de 2002 se dispuso que 

la Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el 

ejercicio de la acción penal de los hechos que revistan las 

características de un delito, que lleguen a su conocimiento por 

una de las siguientes vías: denuncia, petición especial, querella 

o de oficio, “siempre y cuando medien suficientes motivos y 

circunstancias fácticas que indiquen la posible comisión del 

mismo”. En consecuencia, a la Fiscalía no podrá suspender, 

interrumpir o renunciar al ejercicio de la acción penal. 

Las causales de aplicación del principio de oportunidad deben 

ser diseñadas por el legislador de manera clara y precisa 

La pregunta clave sería: ¿qué debe hacerse ante una notitia 

criminis, esto es, en presencia de indicios racionales sobre la 

comisión de un delito?  La respuesta de los ordenamientos 

jurídicos fluctúa entre los extremos de la legalidad y la 

oportunidad. 

La legalidad está en aquellos ordenamientos que imponen, sin 

condiciones o excepciones, el deber de ejercer la acción penal, 

siempre que haya un indicio racional de delito. 

en materia de principio de oportunidad, evidencia que 

partiendo del texto del Acto Legislativo 03 de 2002, fue la 

voluntad del legislador diseñar un modelo acusatorio propio 

con aplicación del principio de oportunidad reglado; antes que 

ser concebido como un simple mecanismo de descongestión 

de la justicia penal, se buscó con aquél racionalizar la 

ejecución de la política criminal del Estado; se establecieron 

diversos límites normativos y controles materiales judiciales 

concretos y efectivos al ejercicio de dicho principio, en el 

sentido de que no quedase su aplicación al completo arbitrio 

de la Fiscalía General de la Nación. 

 

 

Inexequibilidad del numeral 16 del artículo 324 de la Ley 906 

de 2004 

El numeral 16 del artículo 324 del nuevo C.P.P. parte de la 

existencia de un delito cometido por un imputado a título de 

autor o partícipe. La persecución penal de dicho hecho 

punible, a su vez, debe dificultar, obstaculizar o impedir a la 

Fiscalía General de la Nación orientar sus esfuerzos de 

investigación hacia “hechos delictivos de mayor relevancia o 

trascendencia para la sociedad”, los cuales han sido 

cometidos “por él mismo o por otras personas”. 

En este orden de ideas, la norma acusada está estructurada de 

forma tal que no regula la actividad de la fiscalía para la 

aplicación del principio de oportunidad, y por lo tanto no 
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consagra una actividad reglada, sino que permite el ejercicio 

de una facultad discrecional por fuera de los imperativos 

constitucionales, resultándole en este caso imposible al juez de 

control de garantías establecer si la decisión de la Fiscalía es 

constitucionalmente admisible. 

Decisión de la Corte Constitucional Con fundamento en las precedentes motivaciones, la Sala 

Plena de la Corte Constitucional, administrando justicia en 

nombre del pueblo y por mandato de la Constitución, 

  

RESUELVE: 
Primero.- DECLARAR EXEQUIBLE el primer inciso del 

artículo 221 de la Ley 906 de 2004, por el cargo analizado. 

  

Segundo.- DECLARAR EXEQUIBLE las expresiones 

“Cuando se trate de declaración jurada de testigo, el fiscal 

deberá estar presente con miras a un eventual interrogatorio 

que le permita apreciar mejor su credibilidad. Si se trata de 

un informante, la policía judicial deberá precisar al fiscal su 

identificación y explicar por qué razón le resulta confiable”, 

por el cargo analizado, en el entendido de que el caso de los 

informantes el fiscal podrá eventualmente interrogarlo a fin de 

apreciar mejor su credibilidad; y  exequible la expresión “De 

todas maneras, los datos del informante serán reservados, 

inclusive para los efectos de la audiencia ante el juez de 

control de garantías”, por el cargo analizado, en el entendido 

de que la reserva de datos del informante no vincula al juez de 

control de garantías, ambas expresiones del inciso segundo del 

artículo 221 de la ley 906 de 2004. 

  

Tercero. Declarar INEXEQUIBLE el numeral 16 del artículo 

324 de la Ley 906 de 2004. 

 

Salvamento de voto Salvamento Parcial de Voto Sentencia C-673 de 2005 

Magistrado Dr.  RODRIGO ESCOBAR GIL 

Con el acostumbrado respeto, me aparto de la posición 

mayoritaria acogida en la presente sentencia, en relación con 

la declaratoria de inexequibilidad del numeral 16 del artículo 

324 de la Ley 906 de 2004. 

En opinión de la Corte, la citada disposición resultaba 

contraria al ordenamiento Superior, por desconocer el 

principio de legalidad al no regular de manera precisa y 

adecuada los elementos que permitían la aplicación del 

principio de oportunidad, en la hipótesis normativa en ella 

prevista. 

Contrario a lo resuelto por este Tribunal, considero que la 

disposición demandada lejos de vulnerar el principio de 

legalidad, consagraba un supuesto normativo plenamente 

determinado, que permitía el ejercicio del principio de 

oportunidad, con fundamento en el cual la Fiscalía General de 

la Nación podía renunciar a la persecución penal, en aquellos 

casos en los cuales se buscaba privilegiar la investigación de 

hechos delictivos de mayor relevancia o trascendencia para la 

sociedad, no tendría lógica conforme al principio de eficiencia 

de la administración de justicia, que la Fiscalía se desgastara, 

por ejemplo, en la investigación de una tentativa de lesiones 

personales, cuando con posterioridad frente a la misma 
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persona ocurra un homicidio, pues en dichos casos para la 

sociedad tiene mayor relevancia la sanción del delito 

consumado, que aquél que por diversas circunstancias. 

 

 

SALVAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO 

HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO A LA 

SENTENCIA C-673/2005 

 

Con el acostumbrado respeto, el suscrito Magistrado disiente 

de la decisión mayoritaria que declaró exequible de manera 

condicionada las expresiones “Cuando se trate de declaración 

jurada de testigo, el fiscal deberá estar presente con miras a 

un eventual interrogatorio que le permita apreciar mejor su 

credibilidad. Si se trata de un informante, la policía judicial 

deberá precisar al fiscal su identificación y explicar por qué 

razón le resulta confiable” y “De todas maneras los datos del 

informante serán reservados, inclusive para los efectos de la 

audiencia ante el juez de control de garantías” 

Las sentencias interpretativas son una modalidad de decisiones 

cuya utilización está supeditada a la existencia de enunciados 

normativos susceptibles de ser interpretados de varias maneras 

posibles, algunas de ellas incompatibles con el texto 

constitucional.  

Por otra parte, tampoco considero que el numeral 16 del 

artículo 324 del Código de Procedimiento Penal sea 

inexequible. El fundamento de la decisión fue la supuesta 

vaguedad de la redacción del precepto impugnado, de manera 

tal que éste “no regula la actividad de la fiscalía para la 

aplicación del principio de oportunidad y por lo tanto no 

consagra una actividad reglada, sino que permite el ejercicio 

de una actividad discrecional por fuera de los imperativos 

constitucionales”. 

 

Conclusión  
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Anexo 6. Evidencia de trabajo 

 

 


